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I. Contexto del proyecto. 
 

La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito – UNODC-  en el marco del 
proyecto “Fortalecimiento de las capacidades institucionales colombianas para luchar 
contra la deforestación ilegal”, suscribió Memorando de Entendimiento (MOU por sus siglas 
en inglés) con el Gobierno británico a través de la Embajada del Reino Unido en Colombia, 
con el objeto de implementar el proyecto “Abordaje de los motores criminales de la 
deforestación en las áreas más  afectadas por el fenómeno en Colombia (Addressing the 
criminal drivers of deforestation in conflict affected areas in Colombia)”.  
 
Este proyecto cuenta con la participación de los siguientes actores institucionales:  
 

• El Consejo Superior de la Judicatura (CSJ). 

• La Fiscalía General de la Nación (FGN). 

• El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (Minambiente) con sus entidades 
adscritas correspondientes al Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios 
Ambientales (IDEAM) y Parques Nacionales Naturales de Colombia (PNN). 

• El Ministerio de Defensa Nacional (Mindefensa) con la Policía Nacional de Colombia 
(DIJIN/DICAR). 

• La Presidencia de la República de Colombia, a través de la Consejería para la 
Seguridad Nacional (CSN). 

• La Procuraduría General de la Nación (PGN).  

• La Superintendencia de Notariado y Registro (SNR). 
 
La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito – UNODC, tiene el papel de 
servir de facilitador del proceso de implementación del proyecto, cuyo objetivo general 
consiste en desarrollar las capacidades de las autoridades colombianas para llevar a cabo 
acciones efectivas contra la deforestación, a través de herramientas técnicas que permitan 
fortalecer el estado social de derecho y generar sinergias para acciones articuladas en las 
áreas focalizadas más afectadas por el fenómeno. 
 
El componente 2 del proyecto tiene como finalidad que las autoridades locales y regionales 
focalizadas en los seis (6) pilotos instalen capacidades para enfrentar el acaparamiento de 
tierras y la cadena financiera detrás de la deforestación, bajo las directrices del CONALDEF. 
 
Así, para instalar capacidades para enfrentar el acaparamiento de tierras y la cadena 
financiera detrás de la deforestación, se deben desarrollar seis (6) planes de acción en 
acaparamiento de tierras. 
 
En el tercer Comité Técnico Operativo se aprobó la metodología para la construcción de los 
seis (6) planes de acción en acaparamiento de tierras, la cual mediante el desarrollo de 
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entrevistas semiestructuradas virtuales individuales a los actores locales identificados por 
las tres (3) instituciones determinadas para esta actividad: Consejo Superior de la 
Judicatura, Fiscalía General de la Nación y Superintendencia de Notariado y Registro, tiene 
por objetivo recaudar información primaria y secundaria a través de la intervención 
territorial.  
 
Así las cosas, durante los meses de agosto y septiembre de 2020, se implementó la 
metodología para la construcción de los seis (6) planes de acción en acaparamiento de 
tierras, con los actores identificados en el mapa de actores que se describen a continuación. 
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II. Mapa de actores locales definidos por las instituciones. 
 
El mapa de actores locales en las seis (6) zonas piloto del proyecto para los planes de acción 
para contrarrestar el acaparamiento de tierras en materia de deforestación, se generó a 
través del desarrollo de mesas técnicas con los actores institucionales del proyecto del nivel 
nacional quienes identificaron a los actores locales clave para el despliegue de la 
metodología para la construcción de los planes de acción:  
 

• Consejo Superior de la Judicatura1,  la Unidad de Desarrollo y Análisis Estadístico, y 
la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 

• La Fiscalía General de la Nación2. 

• La Superintendencia de Notariado y Registro3. 
 

Consejo Superior de la Judicatura - Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla 

El Consejo Superior de la Judicatura, con el apoyo de la Unidad de Desarrollo y Análisis 
Estadístico y la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, preliminarmente identificó los 
siguientes actores locales según sus especialidades y sus competencias (Ver Grafica 1):  

 
1 UNODC. proyecto “Abordaje de los motores criminales de la deforestación en las áreas más afectadas por 
el fenómeno en Colombia. Mesa Técnica del 12 de diciembre de 2019. 
2 UNODC. proyecto “Abordaje de los motores criminales de la deforestación en las áreas más afectadas por 
el fenómeno en Colombia. Mesa Técnica del 18 de diciembre de 2019. 
3 UNODC. proyecto “Abordaje de los motores criminales de la deforestación en las áreas más afectadas por 
el fenómeno en Colombia. Mesa Técnica del 23 de diciembre de 2019. 
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UNODC, Gráfica 1  

•Demanda de Pertenencia (Única, menor y mayor cuantía, Art. 17, 18 y 20 Ley 
1564/12).

•Lanzamiento por ocupación de hecho de predios rurales (Art. 393 Ley 
1564/12).Acciones populares originadas en actos, acciones u omisiones de 
particulares (Inciso 2 Art. 15 y Art. 16 Ley 472/98).

•Acciones populares originadas en actos, acciones u omisiones de 
particulares (Inciso 2 Art. 15 y Art. 16 Ley 472/98).

•Segunda instancia: Magistrados Salas Civiles de los Tribunales Superiores 
del Distrito Judicial (Art. 31 Ley 1564/12).

Jueces Civiles 
Municipales y del 

Circuito

•La función de control de garantías será ejercida por cualquier juez penal 
municipal (aRT. 39 Ley 906/04). 

•Ilícito aprovechamiento de los recursos naturales renovables (Art. 328, 
Ley 599/00).

•Daños a los recursos naturales (Art. 331 Ley 599/00).

•Invasión de áreas de especial importancia ecológica (Art. 337 Ley 
599/00).

•Invasión de tierras o edificaciones (Art. 263 Ley 599/00), 

•Urbanización ilegal (Art. 318 Ley 599/00), 

•Incendio (Art. 350 Ley 599/00), 

•Provocación  de inundación o derrumbe (Art. 352 Ley 599/00), 

•Concierto para delinquir (Art. 340 Ley 599/00).

•Procesos sin asignación especial (Art. 36 Ley 906/04)..

• Segunda instancia: Magistrados Salas Penales de los Tribunales 
Superiores del Distrito Judicial (Art. 34 Ley 906/04).

Jueces Penales 
Municipales y  

Circuito

•Derechos e intereses colectivos al goce de un ambiente sano y la existencia 
de un equilibrio ecológico y el manejo racional de los recursos naturales 
para garantizar su desarrollo sostenible, restauración o sustitución. La 
protección de áreas de especial importancia ecológica (literales a y c Art. 4 
Ley 472/98).

•Acciones populares originadas en actos, acciones u omisiones de entidades 
públicas y privados con funciones públicas (Art. 15 y 16 Ley 472/98).

•Segunda instancia: Magistrados Tribunal Contencioso Administrativo (Art. 16 
Ley 472/98)

Jueces 
Administrativos del 

Circuito

•Jueces: Proceso de restitución de tierras en única instancia y 
formalización de títulos despojados, y abandono forzoso de los predios sin 
opositores en el proceso (Inciso 2 del Art. 79 Ley 1448 de 2011). Procesos 
de restitución de derechos territoriales étnicos sin oposición y hasta 
etapa instructiva cuando tienen oposición. Medidas cautelares en 
restitución de derechos territoriales étnicos en primera instancia 
(Decretos 4633 y 4635 de 2011).. 

•Magistrados Tribunales Superiores del Distrito Juducial Sala Civil, 
especializados en restitución de tierras: Proceso de restitución de tierras 
en única instancia y formalización de títulos despojados, y abandono 
forzoso de los predios con opositores en el proceso (Art. 79 Ley 1448 de 
2011). Procesos de restitución de derechos territoriales étnicos con 
oposición (Decretos 4633 y 4635 de 2011). Medidas cautelares en 
restitución de derechos territoriales étnicos en segunda instancia 
(Decretos 4633 y 4635 de 2011).

Jueces Civiles del 
Circuito 

Especializados en 
Restitución de 

Tierras del Circuito
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Según lo anterior, el Consejo Superior de la Judicatura, con el apoyo de la Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla, identificó a treinta y siete (37) actores locales para el desarrollo de la 
metodología para la construcción de los planes de acción en acaparamiento de tierras en 
los seis (6) pilotos:  
 

No. Actores Locales 
judiciales 

Tipo de Servidor Judicial 

 
29 

Jueces promiscuos municipales, 
del circuito y especializados del 

circuito. 

 
8 

Magistrados de diferentes 
especialidades de acuerdo con las 

jurisdicciones. 

 
Para el Piloto 4, se identificaron diez (10) servidores judiciales de diferentes especialidades 
como:  promiscuo, penal, civil, itinerante penal con función de control de garantías, civil 
especializado en restitución de tierras y administrativo (Ver Tabla 2): 
 

Pilotos 

Actores Locales 

Consejo Superior de la Judicatura  

Jueces Magistrados 

Piloto 4 

Juez 1 Promiscuo Municipal de San Vicente del Caguán, 
Caquetá 

Magistrado Sala Única del Tribunal 

Superior de Florencia 

Juez 1 Promiscuo Municipal de Cartagena del Chairá, 

Caquetá 

Juez 1 Promiscuo del Circuito de Puerto Rico, Caquetá 

Juez 2 Promiscuo del Circuito de Puerto Rico 

Juez 2 Penal del Circuito de Florencia 

Magistrado Tribunal Administrativo del 

Caquetá 

Juez 2 Penal Especializado de Florencia 

Juez 1 Penal Municipal con Función de Control de 

Garantías de Florencia 

Jueza 2 Penal Municipal con Función de Control de 

Garantías de Florencia 
Tabla 2, UNODC 
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Fiscalía General de la Nación. 

La Fiscalía General de la Nación es competente en el ejercicio de la acción penal y de realizar 
la investigación de los hechos que revistan las características de una conducta punible, de 
oficio o por medio de denuncia, petición especial, querella o cualquier otro medio, salvo las 
excepciones contempladas en la Constitución Política y en el Código de Procedimiento 
Penal, según el artículo 66 de la Ley 906 de 2004, Código de Procedimiento Penal.  
 
A continuación, se enlistan algunos de los delitos más relacionados con el acaparamiento 
de tierras en materia de deforestación (Ver Gráfica 2). 
 

 
UNODC, Gráfica 2 

 
En virtud de lo anterior, la Fiscalía General de la Nación identificó en total a once (11) fiscales 
especializados en la temática ambiental como actores locales claves para participar en los 
planes de acción en acaparamiento de tierras con jurisdicción en los seis (6) pilotos del 
proyecto. 
 
Para el Piloto 4, se identificaron dos (2) fiscales especializados en la temática ambiental (Ver 
Tabla 4): 
 
 
 

Acción penal e 
investigación 

Delitos contra los recursos naturales y medio 
ambiente: ilícito aprovechamiento de los recursos 
naturales renovables (Art. 328, Ley 599/00); daños 

a los recursos naturales (Art. 331 Ley 599/00);  
invasión de áreas de especial importancia ecológica 

(Art. 337 Ley 599/00). 

Proceso penal de extinción del dominio (Ley 1708 
de 2014), el delito de lavado de activos (Art. 323 

Ley 599/00, modificado por el Art. 11 Ley 1762/15) 
y el delito de enriquecimiento ilícito de particulares 

(Art. 327 Ley 599/00).

Falsedad material en documento público (Art. 287, 
Ley 599/00) y el fraude procesal (Art. 453 Ley 

599/00). 
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Fiscal Ubicación 

Fiscalía 115 Especializada Neiva, Huila 

Fiscalía 39 Especializada Bogotá D.C. 

UNODC, Tabla 4 

Superintendencia de Notariado y Registro 

La Superintendencia de Notariado y Registro identificó como actores locales a los notarios 
y registradores públicos que tienen las siguientes competencias legales y reglamentarias: 
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Según lo anterior, la Superintendencia de Notariado y Registro identificó a once (11) 
funcionarios con competencia en el territorio para participar en los planes de acción de los 
seis (6) pilotos:  
 

No. Actores Locales de la 

SNR 

Tipo de funcionario público 

 
5 

Registradores públicos 

 

6 

Notarios públicos 

Tabla 3, UNODC 
 

Para el Piloto 4, se identificaron cuatro (4) funcionarios públicos (Ver Tabla 3): 
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Pilotos 

Actores Locales 

Superintendencia de Notariado y Registro  

Registradores Notarios 

Piloto 4 

Registrador de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Florencia. 

Notario de la Notaria Única de San Vicente del 

Caguán. 

Registradora de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de San Vicente del Caguán. 

Notario de la Notaría Única de Cartagena del 

Chairá. 

Tabla 4, UNODC 
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III. Evaluación de Contexto Zona de Intervención Piloto 4. 
 
En el marco del plan de acción del proyecto aprobado en el Comité Técnico Operativo del 
13 de agosto de 2019, las instituciones establecieron los criterios de selección de los seis 
(6) pilotos para áreas de intervención y fueron aprobados. 
 

Los seis (6) pilotos de intervención son los que se reseñan a continuación (Ver Tabla 1): 

Pilotos de Intervención  

Piloto PNN Departamento  Municipio Veredas 

ZONA PILOTO # 1 Sierra de la Macarena Meta Vistahermosa 
Reforma, Guadualito, Las 

Ánimas, y Alto Caño Cafra. 

ZONA PILOTO # 2 Serranía de Chiribiquete Guaviare San José del Guaviare San Antonio Alto. 

ZONA PILOTO # 3 Tinigua Meta  La Uribe 

La Belleza, La Primavera, La 

Estrella, La Espalda, Zona de 

Reserva. 

ZONA PILOTO # 4 Serranía de Chiribiquete Caquetá 
San Vicente del Caguán y 

Cartagena del Chaira 

Ciudad Yarí, La Tunia y Zona 

de Reserva Forestal. 

ZONA PILOTO # 5 Serranía de Chiribiquete Caquetá San Vicente del Caguán 

Candilejas Suroeste, 

Candilejas, El Camuyá, y La 

Tunia. 

ZONA PILOTO # 6 La Paya 

Caquetá Solano 
Villavicencio y Vistahermosa 

(Solano)  

Putumayo Puerto Leguízamo 

Las Delicias, El Porvenir, 

Núcleo El Porvenir, Puerto 

Boy y El Salado (Leguízamo). 

Tabla 5, UNODC 

 
3.1. Zona de Intervención Piloto 4. 

 
3.1.1. Ubicación geográfica. 
 
La zona piloto se encuentra ubicada en el departamento del Caquetá entre los municipios 
de San Vicente del Caguán y Cartagena del Chairá, cuenta con una extensión de 26.286,9 
ha, de las cuales 3.865,4 ha se encuentran en el municipio Cartagena del Chairá, y 22.421,5 
ha en el municipio de San Vicente de Caguán. Ver mapa Ubicación Geográfica 
 
El piloto se encuentra ubicado en la zona suroccidental del Parque Nacional Natural Serranía 
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de Chiribiquete traslapando en una extensión de 10.775,0 ha. 
 
El piloto está en el área de influencia de la Corporación para el Desarrollo Sostenible del Sur 
de la Amazonia – Corpoamazonía. 
 

3.1.2. Límites. 
 
La zona piloto 4 limita al norte con la vereda Ciudad Yarí del municipio de San Vicente del 
Caguán; al oriente con la vereda La Tunia del municipio de Cartagena del Chairá y el Parque 
Nacional Natural Serranía de Chiribiquete; al sur con la Zona de Reserva Forestal ubicada 
en el municipio de Cartagena del Chaira; y al occidente con la vereda Ciudad Yarí y con la 
Zona de Reserva Forestal. 
 

 

3.1.3. Demografía. 
 
San Vicente del Caguán. 
 
Según datos proyectados por el DANE para el 2020, el municipio cuenta con una población 
de 52.593 habitantes, de los cuales 27.385 son hombres y 25.208 son mujeres.  
 
La población se encuentra distribuida así: 24.938 habitantes viven en zona urbana y 27.655 
en zona rural. 
 
Cartagena del Chairá. 
 
Según datos proyectados por el DANE para el 2020, el municipio cuenta con una población 
de 31.151 habitantes, de los cuales 15.885 son hombres y 15.266 son mujeres. 
 
La población se encuentra distribuida así: 16.314 habitantes viven en zona urbana y 14.837 
en zona rural. 
 
Zona Piloto. 
 
En la zona de influencia del piloto vive una población de 2.082 habitantes, de los cuales 925 
son mujeres y 1.157 son hombres ubicados en 6 sectores censales que traslapan con el 
piloto. 
 

3.1.4. Pobreza. 
San Vicente del Caguán. 
 
Para el 2018 el Índice de pobreza multidimensional – IPM del municipio era de 56,3; en la 
cabecera municipal de 42,2 y en la zona rural de 71,7. 
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Cartagena del Chairá. 
 
Para el 2018 el Índice de pobreza multidimensional – IPM del municipio era de 63,3; en la 
cabecera municipal de 51,3 y en la zona rural de 78,1. 
 

3.1.5. Frontera agrícola. 
 
De las 26.286,9 ha del piloto, 530,5 ha se encuentran en Bosques naturales y áreas no 
agropecuarias y 25.756,4 ha en zonas de exclusiones legales. Estas exclusiones legales están 
representadas por la Reserva Nacional de la Amazonía (Ley 2ª) en una extensión de 15.539,8 
ha, y por el Parque Nacional Natural Serranía de Chiribiquete en una extensión de 10.216,6 
ha. Ver mapa Frontera Agrícola 
 

3.1.6. Deforestación. 
 
A partir de la información disponible en el portal de IDEAM de Cambio de la Superficie 
Cubierta por Bosque Natural se calculó el área deforestada, la cual ascendió a 1.334,6 ha, 
aproximadamente representados en 200 parches. A continuación, se puede apreciar la 
distribución de los parches según su tamaño. Ver mapa Tamaño parches de deforestación 
 

CATEGORIA PARCHES ÁREA (ha) 

0 a 10 ha 162 236,3 

10 a 30 ha 31 494,5 

30 a 50 ha 3 105,4 

>50 ha 4 498,4 

TOTAL 200 1.334,6 

Tabla 6, UNODC 

 

3.1.7. Alertas tempranas de deforestación y focos de calor. 
 
Para el 2018 se presentaron un total de 75 alertas tempranas de deforestación, de las cuales 
62 traslaparon con 34 parches de deforestación identificados en la imagen de cambio de la 
superficie cubierta por bosque natural, estos parches sumaron un total de 885,9 ha. En lo 
que respecta a los focos de calor, se presentaron un total de 24 focos. Ver mapa focos de 
calor vs alertas tempranas de deforestación 
 
 

3.1.8. Motores de deforestación identificados. 
 
La información de los motores aborda exclusivamente aquellas que cuentan con 
información cartográfica disponible, tales como: praderización, cultivos ilícitos, e 
infraestructura vial. 
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• Praderización. 
 
Es la presión ejercida por el incremento de la superficie de la tierra cubierta con pastos 
como resultado de la acción antrópica con fines ganaderos o de valorización de la tierra. 
(SINCHI) 
 
La praderización ha presentado un comportamiento ascendente pasando de 52,1 ha en el 
periodo 2012 a 1.249 ha en el período 2018, información calculada por UNODC a partir del 
servicio geográfico del Instituto Sinchi. Ver mapa Praderización 
 

MUNICIPIO 2012 2014 2016 2018 

Cartagena del Chaira 48,9 79,1 4,2 412,3 

San Vicente del Caguán 3,2 114,4  0,0 836,7 

TOTAL 52,1 193,5 4,2 1.249,0 
Tabla 7, UNODC 

 
A partir de la última medición realizada (2018) por el Instituto SINCHI, el área praderizada 
en el piloto era de 1.249 ha, de las cuales 412,3 ha fueron praderizadas en el municipio de 
Cartagena del Chairá, y 836,7 ha en San Vicente del Caguán. El área praderizada 
correspondió al 4,7% del total de área del piloto. 
 

 
Gráfico 1, UNODC 

 
 
 

• Ganadería Extensiva. 
 
Con respecto a la ganadería extensiva, no se puede obtener registro exacto de cabezas de 
ganado ubicados en la zona piloto, sin embargo, en los municipios que traslapan con la zona 
piloto se presentaron para el 2018 las siguientes cifras: Cartagena del Chairá con 232.653 
cabezas de ganado, y San Vicente del Caguán con 831.586 para un total de 1’064.239 
cabezas de ganado. 
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3.1.9. Seguridad. 
 

• Conflicto armado. 
 
Conflicto armado. 
 
En el municipio de San Vicente del Caguán entre 1984 y 2017 se registraron un total de 
personas desplazadas expulsadas de 48.311 y personas desplazadas recibidas 9.745. Para el 
2017 habían sido desplazadas 470. Con respecto al acumulado de personas víctimas de 
minas antipersona para el período 1990-2017 asciende a 261, para el 2017 se habían 
presentado 2 casos, así mismo se presentaron para el período 1984 – 2017 un total de 270 
secuestros. Para el 2017 se habían presentado 4. 
 
En el municipio de Cartagena del Chairá entre 1984 y 2017 se registraron un total de 
personas desplazadas expulsadas de 41.034 y personas desplazadas recibidas 12.247. Para 
el 2017 habían sido desplazadas 242. Con respecto al acumulado de personas víctimas de 
minas antipersona para el período 1990-2017 asciende a 64, así mismo se presentaron para 
el 1984 – 2017 un total de 146 secuestros. 
 

• Minas Antipersona/Municiones sin explotar. 
 
No hay registro de eventos de accidentes de mina antipersona, únicamente aparecen 3 
eventos de desminado militar en operaciones y una incautación. Ver mapa Histórico 
eventos MAP-MUSE 
 

• Grupos Armados Ilegales. 
 
Con base en información abierta se conoce que en la zona de influencia del piloto tienen 
presencia las Disidencias de las FARC-EP Frente 62 al mando de Gentil Duarte. Ver mapa 
Presencia grupos armados ilegales 
 

3.1.10. Información predial. 
 

- Informe De Traslapes De Las 161 Cédulas Catastrales Con Áreas Ambientales4. 
 
Se aclaró la información de las 161 cédulas catastrales. Como consecuencia de lo anterior, 
se determinó:  

 
Información Rural y Urbana 

 

 
4 Superintendencia de Notariado y Registro, y UNODC. Proyecto “Abordaje de los motores criminales de la 
Deforestación en las áreas más afectadas por el fenómeno en Colombia”. Informe Ejecutivo del análisis 
jurídico, registral y ambiental Zonas Piloto. 23 de diciembre de 2020. 
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Las 161 cedulas están distribuidas así:  
 

▪ 117 son rurales.  
▪ 44 urbanas.   

 

Resultados cuantitativos de traslape ambiental de las 6 zonas piloto por cédulas 
catastrales 

 

Los predios rurales presentan sobreposicicón o coincidencia en zonas ambientales de 
especial manejo, hay varios predios que están dentro de varias áreas protegidas o dentro 
de resguardo indígena o inclusive alguno ya fue sustraído de reserva forestal. A 
continuación se presentan los datos:  

 
▪ 48 cédulas catastrales están dentro de Distrito de Manejo Integrado. (DMI).  
▪ 1 cédula en Parque Nacional Natural Serranía de Chiribiquete. (PNN). 
▪ 3 cédulas catastrales en Parque Nacional Natural Sierra de la Macarena. (PNN). 
▪ 68 cédulas catastrales en zona de reserva forestal de Ley 2ª de la Amazonía. (RFL2) 
▪ 1 cédula catastral que está dentro de resguardo indígena Witora o Huitora. 
▪ 1 cédula catastral de un predio sustraído.  
▪ 44 cédulas catastrales en predios urbanos. 

 
*Varios predios presentan varios traslapes. 

 
- Traslape Ambiental De Las 6 Zonas Piloto En Área (Hectáreas) 

 
De igual manera, para dimensionar el impacto del trabajo que se haga en el marco del 
proyecto, a continuación, se presenta el cuadro que indica el área de las zonas ambientales, 
resguardo indígena o predio sustraído que está dentro de cada piloto: 
 

 
ÁREAS PROTEGIDAS Y EXCLUSIONES LEGALES 

Zona 
Piloto 

Distrito de 
Manejo 

Integrado 

Parques Nacionales 
Naturales 

Reserva 
Forestal de la 

Amazonia 

Resguardo 
Indígena 

Sustraído 
Total 

general 
predio 

Serrania de 
Chiribiquete 

Sierra de la 
Macarena 

Witora o 
Huitora 

PILOTO 
1 43.973,0 0,0 253.820,9 0,0 0,0 0,0 297.793,9 

PILOTO 
4 0,0 303.924,7 0,0 409.745,1 81,1 387,8 714.138,7 

PILOTO 
5 0,0 0,0 0,0 11.400,0 0,0 0,0 11.400,0 

PILOTO 
6 0,0 0,0 0,0 8.280,0 0,0 0,0 8.280,0 

Total en 
Área 
(HAS) 43.973,0 303.924,7 253.820,9 429.425,0 81,1 387,8 1.031.612,5 
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Fuente: Tomado de Documento “Documento de respuesta de Mentor de SNR a equipo Prevención del Delito y Justicia Delito y Justicia PROJUST. 
Septiembre de 2020”.  

 
- Traslape específico de los 4 predios identificados con folio de matrícula 

inmobiliaria: 
Los 4 predios están totalmente dentro de la zona de reserva forestal de Ley 2ª de la 
Amazonía. 
 

 
 

- Consecuencias Jurídicas De La Incidencia De Áreas Ambientales En Las Zonas Piloto 
 

ÁREA AMBIENTAL ¿SUSTRAÍBLE/NO 
SUSTRAÍBLE? 

Adjudicable // No adjudicable 

Parque Nacional Natural 
(PNN) 

No sustraíble Inadjudicable conforme art. 13 Ley 2/1959 y 
Art. 63 Constitución Política. 

Distrito de Manejo 
Íntegrado (DMI) 

Sustraíble (motivo de 
utilidad pública). 

Adjudicable siempre y cuando la zonificación 
ambiental permita el desarrollo de actividades 
agropecuarias. Sentencia C-249 de 2017. Art. 
65 L. 160/94 

Zonas de reserva forestal 
de Ley 2ª 

Sustraíble Inadjudicable Art. 209 Código de Recursos 
Naturales Renovables. 

Baldíos en zonas 
contiguas a PNN 

No existe análisis jurídico al 
respecto. 

Adjudicables conforme al Art. 67 L. 160 /94 Y 
Art. 1 L. 1728/2014. 

 
- Conclusiones Registrales-Jurídicas 

 

FOLIO DE 

MATRÍCULA

AÑO DE 

ADJUDICACIÓN

Área en FMI 

(Has, m2)

Área en base 

catastral (Has, 

m2)

ÁREA 

AMBIENTAL

ÁREA UAF 

(¿ESTÁ DENTRO 

DE UAF?)

Avalúo 

IGAC

VALOR DE TRANSFERENCIAS 

REGISTRADAS EN FMI
PROPIETARIO ACTUAL ESTADO DEL FMI

425-54994 1992 3690,3717 3600

ZONA DE 

RESERVA 

FORESTAL DE LA 

AMAZONÍA

SI NR 0

FRANCISCO JAIME PARRADO 

PARRADO 

CC 19173373

ACTIVO

425-64032 1973 200 2000

ZONA DE 

RESERVA 

FORESTAL DE LA 

AMAZONÍA

SI NR 10'000.000 (1996)
LIGIA TOVAR DE OTERO 

CC 26610092
ACTIVO

425-59406 1960 2900 2900

ZONA DE 

RESERVA 

FORESTAL DE LA 

AMAZONÍA

SI NR 10.000 (1965)
TOVAR DE OTERO LIGIA 

CC 26610092
ACTIVO

10'000.000 (1961) COMPRAVENTA

249'757.000 (abril 2018) SUCESIÓN

222'534.000 (julio 2018) 

COMPRAVENTA

230'000.000 (septiembre 2019) 

COMPRAVENTA

ACTIVO
GERMÁN ANDRÉS YARA GAVIRIA  

CC 1020814901
NR425-64065 1959 2900 2900

ZONA DE 

RESERVA 

FORESTAL DE LA 

AMAZONÍA

SI
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Es indispensable contar con todos los documentos que soporten los análisis jurídicos para 
iniciar las acciones a seguir. Dentro de ellas se destacan las siguientes:  

 
▪ ANT-UAF: Luego de ver que las extensiones adjudicadas en los predios 425-54994 

(3690 Has 3717 m2); 425-59406 (2900 Has); 425-64032 (2000 Has); 425-64065 (2900 
Has) y al confrontar la Ley 135 de diciembre 15 de 1961, y la Ley 4 de 1973, se puede 
avizorar que las extensiones adjudicadas exceden a lo permitido por la Ley 135. 
Razón por la cual, se sugiere que se ponga en conocimiento y se consulte a la 
autoridad agraria, Agencia Nacional de Tierras, la situación de los 4 predios para que 
ellos, en el marco de sus funciones del Decreto 2363 de 2015, determinen las 
acciones agrarias a las que haya lugar. 

 
▪ SNR: Con la Superintendencia de Notariado y Registro impulsar las acciones 

necesarias para que se hagan las correcciones respectivas en los folios de matrícula 
estudiados.  

 
▪ IGAC: Se requiere hacer la precisión de límites de los 4 predios englobados 

relacionados con el folio 425-54994 para determinar si con el englobe efectivamente 
se está usando el área de los 4 folios matrices o si de pronto hay un excedente. Esto 
se sugiere hacer con el IGAC, pero primero hay que contar con todos los documentos 
relacionados en la historia traditicia del inmueble. 

 
▪ SNR: Poner alerta sobre aquellas personas que aparecen en las transferencias de 

dominio sobre los bienes inmuebles que se están estudiando como medida 
preventiva o incluso para detectar si existe alguna forma particular de manejo de 
inmuebles en el arco amazónico. 
 

▪ Se recomienda ubicar todos los predios relacionados con el FMI 425-54994, 
señalados en los estudios de títulos para determinar si están o no dentro del área 
del proyecto.  
 

▪ IGAC-ORIP: Poner en conocimiento del IGAC y de las ORIP las cédulas catastrales 
con las que cuentan los 4 predios con FMI, para que se actualice dicha información 
en los FMI. 
 
 

- Conclusiones Ambientales-Jurídicas 
 

Hay 4 predios dentro de áreas protegidas del Sistema de Parques Nacionales Naturales de 
Colombia.  

 
1. Ruta Jurídica 1. Cuando los baldíos estén en áreas ambientales como Parques 

Nacionales, hay que hacer la apertura del folio a nombre de la “Nación-Parques 
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Nacionales Naturales”, conforme al artículo 57 de la ley 1579 de 2012 y al Decreto 
Ley 1858 de 2015 para que cuenten con la protección registral. 
 

2. Distrito de Manejo Integrado: Hay 48 cédulas catastrales sin folio de matrícula 
reportado por lo que habrá que estudiar la zonificación ambiental de los inmuebles 
para determinar si potencial viabilidad para adjudicar, pero sobretodo, determinar 
la situación agrológica y ecosistémica de los bienes para saber cuán deforestados 
están y si es posible restaurarlos. Para tal fin, es necesario acudir a la Corporación 
Autónoma o autoridad ambiental respectiva. 

 
3. Reserva Forestal de Ley 2ª de la Amazonía: Respecto a estas 68 cédulas catastrales 

hay que determinar en que tipo de zonificación están, A, B o C, además identificar 
su situación ambiental están para que con Ministerio de Ambiente se indiquen 
cuáles son las acciones para su recuperación o restauración ambiental.  
 

4. Resguardo Indígena: Respecto a esta cédula catastral es importante solicitar a la 
ANT si tiene información del predio o en su lugar, aportársela para que determine, 
si hay lugar a la formalización del terreno o titulación en favor del resguardo.  
 

5. Predio sustraído: Sería viable solicitarle la información de la sustracción al 
Ministerio de Ambiente y pedir la situación actual del predio para identificar si es 
posible su restauración y su potencial adjudicación. 
 

6. Predios Urbanos: Para los 44 predios que están situados en la zona urbana se 
sugiere determinar si conforme al artículo 123 de la Ley 387 de 1997 y la Ley 2044 
de 30 de julio de 2020, hay lugar a transformar los baldíos urbanos en bienes fiscales, 
fiscales titulables o bienes de uso público. Este trámite se debe hacer con la entidad 
territorial.  

 
De otra parte, la zona piloto 4 se traslapa con un total de 4 predios rurales con una extensión 
de 3.872,7 ha. Estos predios presentan las siguientes presiones: Ver mapa Área traslapada 
predios 
 

Cédula Catastral 
Deforestación Praderización 

ha ha 

181500002000000060051000000000 3,2 161,8 

181500002000000060052000000000 3,8 24,1 

181500003000000050023000000000 351,1 11.301,1 

TOTAL 358,1 11.487,1 
Tabla 8, UNODC 
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IV. Implementación de la metodología. 
 
En Comité Técnico Operativo del proyecto se estableció el concepto de acaparamiento de 
tierras como: 
 

“La deforestación generada en zonas con restricciones legales 
ambientales, con el fin de la valorización de tierras, la 
formalización y/o el ejercicio de derechos sobre estas, entre 
otras, por parte de grupos criminales organizados u otros 
actores, ya sea para desarrollar o no actividades 
agropecuarias”. 
 

Este concepto permitió establecer los objetivos específicos de los planes de acción en los 
seis (6) pilotos en materia de acaparamiento de tierras, lo cuales son:  
 

✓ Identificar el problema del acaparamiento de tierras detrás del fenómeno de la 

deforestación ilegal en los seis (6) pilotos y el “modus operandi”, en el marco de 

acción de los actores institucionales priorizados para su fortalecimiento (jueces 

locales, notarios, registradores, y fiscales), además de unificar los conceptos al 

respecto.  

✓ Identificar las necesidades, las acciones o mecanismos idóneos para fortalecer la 

institucionalidad, prevenir o frenar el fenómeno mediante una hoja de ruta (plan de 

acción a corto, mediano y largo plazo), dentro del ámbito de las competencias de la 

Superintendencia de Notariado y Registro, los notarios y registradores locales, así 

como del Consejo Superior de la Judicatura y los jueces locales, y la Fiscalía General 

de la Nación, que pueda ser implementada por los actores institucionales. 

✓ Generar sinergias institucionales, para poder hacer frente al fenómeno. 

✓ Identificar tipologías y señales de alerta en materia de acaparamiento de tierras para 

uso de los funcionarios focalizados, así como recopilar insumos para la integración 

del enfoque de género en el ejercicio de sus competencias legales. 

 

Para desarrollar lo anterior, se definió el concepto de “modus operandi” desde dos 
conceptos claves: 
 
En materia penal, modus operandi son las formas, medios y métodos empleados por un 
individuo o individuos para cometer un delito doloso que caracterizan su forma de 
ejecutarlo y que son empleados con el propósito de garantizar el éxito de la conducta, 
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proteger la identidad y evitar la individualización de los responsables. El modus operandi es 
el sello distintivo de un agresor o un grupo de agresores efectivamente concertados5. 
 
En las demás materias del derecho relacionadas, el modus operandi (o modo de obrar) es 
la manera de proceder de una persona o de un grupo de personas en el contexto 
organizacional, logístico y profesional6, según las formas en que han percibido el fenómeno 
de acaparamiento de tierras con fines de deforestación dentro del ámbito del despliegue 
de cada una de sus funciones y según la naturaleza jurídica de los bienes inmuebles 
involucrados: bienes de dominio privado (propiedad privada individual7 y colectiva8) o 
bienes de dominio público9 (bienes fiscales o patrimoniales10, bienes fiscales adjudicables11 
y bienes de uso público12). 

 
 

 
 

 
5 Fiscalía General de la Nación. Cartilla5 Digital. Consulta en línea el 5 de febrero de 2020 en: 
https://www.fiscalia.gov.co/colombia/wp-content/uploads/CHP_Cartilla5_AF_Digital1.pdf. 
6 Real Academia Española. (2001). Modus operandi. En Diccionario de la lengua española (22.a ed.). consulta 
en línea el 5 de febrero de 2020, en: https://dle.rae.es/?w=modus+operandi.  
7 “(…) individual como lo establece el artículo 58 superior, en el cual se garantiza la propiedad privada, la cual 
concibe con una función social que implica obligaciones, “y los demás derechos adquiridos” conforme a las 
leyes civiles, que no pueden ser desconocidos ni vulnerados por leyes posteriores”. Corte Constitucional de 
Colombia. Sentencia C-183 del cuatro (4) de marzo de dos mil tres (2003). Magistrado Ponente Dr. Alfredo 
Beltrán Sierra. Consulta en línea el 6 de febrero de 2020, en 
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-183-03.htm. 
8  “(…) la colectiva, a la que hacen referencia los artículos 329 y 55 transitorio de la Carta, con las limitaciones 
que establecen los artículos citados en relación con su posibilidad de enajenación Así, el artículo 329 superior, 
dispone que “[l]os resguardos son de propiedad colectiva y no enajenable”, y el artículo 55 transitorio ídem, 
se ocupa de los bienes baldíos de las zonas rurales ribereñas de las Cuencas del Pacífico, y dispone que la 
propiedad reconocida sobre ellos a las comunidades negras “sólo será enajenable en los términos que señale 
la ley”. Este dominio privado, se encuentra regulado por el régimen jurídico que rige las relaciones entre 
particulares”. Ibídem. 
9 “(…) el conjunto de bienes que la administración afecta al uso directo de la comunidad o que lo utiliza para 
servir a la sociedad”. Ibídem. 
10 “(…) los bienes fiscales, definidos en el artículo 674 del Código Civil como “[l]os bienes de la Unión cuyo uso 
no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman bienes de la Unión, o bienes fiscales”, denominados 
también bienes patrimoniales del Estado o de las entidades territoriales sobre los cuales se tiene una 
propiedad ordinaria sometida a las normas generales del derecho común. Los bienes fiscales o patrimoniales 
se encuentran destinados a la prestación de servicios públicos que la administración utiliza de forma 
inmediata, como por ejemplo los edificios en que funcionan las oficinas públicas”. Ibídem. 
11“(…) bienes fiscales adjudicables, que son aquellos que la Nación puede traspasar a los particulares que 
cumplan con las exigencias establecidas en la ley, como es el caso de los bienes baldíos”. Ibídem. 
12 “(…) los bienes de uso público propiamente dicho, que pueden ser por naturaleza o por el destino 
jurídico[4], se caracterizan por pertenecer al Estado o a otros entes estatales, estar destinados al uso común 
de todos los habitantes, y por encontrarse fuera del comercio, ser imprescriptibles e inembargables. Están 
definidos en la ley como aquellos que “su uso pertenece a todos los habitantes de un Territorio, como el de 
calles, plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión o de uso público o bienes públicos del 
Territorio” (art. 674 C.C.).” Ibídem.  

https://dle.rae.es/?w=modus+operandi
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2003/C-183-03.htm
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Consejo Superior de la Judicatura – jueces y magistrados. 
 
Para el Piloto 3, se entrevistaron de forma virtual a los servidores judiciales de las diferentes 
especialidades: promiscuo, penal, civil, itinerante penal con función de control de garantías, 
civil especializado en restitución de tierras y administrativo. Primero se realizó una etapa 
de sensibilización en la que se les informó los parámetros generales del proyecto en cuanto 
a su objetivo general, las zonas de intervención, el esquema nacional y local del proyecto, y 
los resultados esperados, concretamente sobre la construcción de los planes de acción 
local.  
 
Posteriormente, se formularon aproximadamente diez (10) preguntas orientadoras que se 
encuentran relacionadas en la guía para entrevista semiestructurada para jueces y 
magistrados. 
 

Fiscalía General de la Nación – Fiscales. 
 
Para el Piloto 3, se entrevistaron de forma virtual a los fiscales especializados en la temática 
ambiental. Primero se realizó una etapa de sensibilización en la que se les informó los 
parámetros generales del proyecto en cuanto a su objetivo general, las zonas de 
intervención, el esquema nacional y local del proyecto, y los resultados esperados, 
concretamente sobre la construcción de los planes de acción local.  
 
Posteriormente, se formularon aproximadamente diez (10) preguntas orientadoras que se 
encuentran relacionadas en la guía para entrevista semiestructurada para Fiscales. 
 
 

Superintendencia de Notariado y Registro – Notarios y registradores públicos. 
 
Para el Piloto 3, se entrevistaron de forma virtual a los notarios y registradores públicos. 
Primero se realizó una etapa de sensibilización en la que se les informó los parámetros 
generales del proyecto en cuanto a su objetivo general, las zonas de intervención, el 
esquema nacional y local del proyecto, y los resultados esperados, concretamente sobre la 
construcción de los planes de acción local.  
 
Posteriormente, se formularon aproximadamente diez (10) preguntas orientadoras que se 
encuentran relacionadas en la guía para entrevista semiestructurada para notarios y 
registrados. 
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V. Resultados de la implementación de la metodología. 
 

Consejo Superior de la Judicatura – jueces y magistrados. 

 
1. Conceptos judiciales sobre el ‘acaparamiento de tierras’.  

 

No.  Conceptos 

1 Es cuando la población de escasos recursos económicos realiza 
aprovechamiento de los recursos naturales para su transformación y con ello 
obtiene ingresos económicos para su subsistencia. Se talan árboles que son 
quemados y convertidos en carbón vegetal para la venta.  

2 En los Parques Nacionales Naturales existen agentes económicos poderosos 
detrás de la deforestación, que a través de una sola persona con la concurrencia 
de varios habitantes del sector, residentes hace 30 años en el Parque, realizan la 
explotación de esas tierras y permiten la instalación de ganado que tiene sello 
de propiedad de un tercero. 

3 Las “tierras vírgenes” o sabanas se explotan para ganadería lo que genera sequía 
y produce la muerte de los animales domésticos de la región por el mal uso de 
la tierra en el pie de monte llanero. La ganadería empieza a dejar pastizales y 
ahora también se están conservando algunos árboles para la sombra para 
mantener fuentes de agua para el verano. 

4 Es el interés de elevar el costo de las tierras o “engordarlas” para legalizarlas más 
adelante, a través de una posesión o de una sentencia judicial de pertenencia, o 
que se permita la adjudicación del baldío por la autoridad agraria competente.  

5 Grupos al margen de la ley ejercen posesión sobre terrenos en los que otros 
agentes ya acordaron los procesos de ocupación de las tierras y su ampliación. 
Talan los árboles e incendian para poner a producir el terreno de manera 
diferente porque existe una percepción cultural arraigada de que los bosques no 
son productivos. Y, se instala el ganado ya que es el negocio más exitoso y ha 
permitido un sustento económico “… un árbol no cuesta nada en comparación 
con una vaca”.  

7 Es un fenómeno cultural en el Caquetá, relacionado con la población colona que 
se han desplazado de otros departamentos buscando otras oportunidades en el 
campo. Se han apropiado de las extensiones de tierras baldías sin adelantar 
ningún tipo de formalización y desconociendo la existencia de algún propietario.  

8 Se adjudican extensiones de tierras por encima de la Unidad Agrícola Familiar, 
los beneficiarios se extienden más, deforestan y se adjudican la tierra, y ponen 
a un familiar para que reclame otra extensión de tierras. 

9 Consiste en apropiarse de tierras para usar el suelo con fines ilícitos o lícitos, 
pero expandiendo el poder económico u otro tipo de poder sobre las personas 
que habitan aledañas a su terreno, para quedarse con este y explotarlo con 
ganadería extensiva o con sustancias ilícitas. 
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10 El acaparamiento se da única y exclusivamente en los terrenos baldíos, donde 
no hay título de propiedad, y el ganadero o comerciante puede sufragar esos 
gastos de tala y pueden quitarle al Estado los predios para potreros o fincas.  

Tabla 9, UNODC 

 
 

2. Debilidades en la identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento 
de tierras que contribuye a la deforestación. 

 

• En la jurisdicción penal se conocen los procesos relacionados con la vulneración al 
medio ambiente y los recursos naturales, pero estos se dirigen a capturar y 
judicializar a población de escasos recursos que acceden a los recursos naturales 
para su transformación y con ello hacerse a ingresos económicos para su 
subsistencia. Por ejemplo, talan los árboles para quemarlos y transformarlos en 
carbón vegetal para la venta. La mayoría de los procesos se archivan porque se aplica 
el principio de oportunidad solicitado por la Fiscalía General de la Nación, cuando se 
trata de personas de escasos recursos económicos y su única finalidad es obtener 
recursos para su subsistencia, quienes se obligan a reparar ese daño ambiental por 
intermedio de Corpoamazonía, sembrando árboles donde indique la Corporación. 
 
Las áreas donde se reforesta son las cuencas hídricas y otras zonas especiales 
seleccionadas por las CAR. Extrañamente no se reforesta el lugar que fue 
deforestado. 

  
• No se ven procesos sancionatorios administrativos sólidos por parte de autoridades 

ambientales, como Corpoamazonía, ya que se supone que deberían promover la 
conservación de los recursos naturales, pero no entiende su finalidad y se 
desconocen la acciones que adelanta y si están dando resultados en esta materia. 
 

• En contextos de violencia y grupos armados de la ley, como en el Caquetá, es difícil 
adelantar programas de formalización de las tierras y que se conozca el número de 
tierras de la Nación. Esto facilita que se apropian de las tierras mediante la posesión 
o la tenencia, y que se concentren predios rurales y/o se acaparen territorios. 
 

• Hay desconocimiento de las normas jurídicas y técnicas ambientales sobre Parques 
Nacionales y Regionales Naturales, y sobre los predios baldíos, lo que impide 
identificar la dinámica del acaparamiento de tierras de manera adecuada. 

 

• Las entidades del SINA no están descentralizadas para que ejerzan apoyo técnico y 
promueva acciones de protección a la población que está interesada en la 
protección de las tierras con restricciones legales ambientales. 
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• No hay un apoyo en los gobiernos locales, alcaldías o gobernación, que permita 
identificar cuáles son los predios baldíos y las zonas de especial protección 
ambiental. 
 

• Se han legalizado tierras baldías de 3.000 hectáreas, a través de procesos judiciales 
civiles de pertenencia, en los que el acaparador de tierras ha construido mejoras, y 
a praderizado los recursos naturales argumentando actos de señor y dueño. 
 

• No hay presencia de la Agencia Nacional de Tierras que ejerza sus funciones 
territoriales relacionadas con la recuperación de baldíos inadjudicables en áreas de 
especial protección ambiental y acciones de control ante el cumplimiento de la 
función ecológica de los predios rurales.  
 

• Las operaciones de la fuerza pública que se han realizado de manera inmediata no 
permiten determinar o identificar verdaderamente quién está detrás del 
acaparamiento de tierras como causa de la deforestación.  
 

“En el Caquetá, en el Parque Nacional Natural la Macarena, se han hecho 
operativos para capturar a las personas que explotan las tierras donde está 
prohibido ejercer la actividad agrícola, pero a estas les han dicho que estén 
ahí, sin ser realmente los dueños de las tierras. En el fondo no se está 
investigando a las personas que están detrás de esta situación”.  

 

• Los alcaldes de la Macarena y de San Vicente del Caguán expiden “actas de colonos” 
sin verificar la residencia permanente y la naturaleza de los predios rurales. Esto 
provoca que el Estado autorice que se ocupen áreas ambientales y se consolide esta 
situación, porque si una persona tiene la “carta de colono” se está avalando su 
residencia y que instale ganado para su sostenimiento. Es una situación que no está 
siendo investigada por la Fiscalía General de la Nación.  
 

• Los funcionarios radicados en el nivel nacional que se trasladan al Caquetá desde 
Bogotá chocan con la cultura del territorio y la idiosincrasia de la gente, y 
desconocen que el acaparamiento de tierras obedece a grupos al margen de la ley y 
grupos desmovilizados, después de la firma del acuerdo de paz.  
 

“… si una persona perteneció a las FARC la indemnización consiste en que se
 quede con un pedazo de tierra luego de la firma del acuerdo de paz”. 

 
En la zona se sabe quién es el propietario y el cabecilla guerrillero que está detrás 
de esta situación, incluso los funcionarios que también tiene terrenos en áreas 
especiales. Cuando se vinculan sujetos activos a la investigación penal estos no 
confiesan porque están presionados por terceros para que no hable, se trata de 
testaferros. 
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Además, los operativos de las autoridades desconocen las barreras de acceso de las 
zonas. Incluso el mismo ejercicio de la función de protección a los Parques Naturales 
no se ejerce las 24 horas del día por las autoridades ambientales por las condiciones 
de difícil acceso. 
 
De hecho, de estas zonas sale mucha madera que no es controlada por 
Corpoamazonía, y se expiden guías o autorizaciones para el corte de madera sin que 
se comprometan los campesinos a reforestar.  

 

• El Estado con el Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos Ilícitos -PNIS, 
pagó por hectárea dos millones de pesos, según las áreas sembradas de otros 
cultivos, pero no apoya la cadena de comercialización de los productos, lo cual deja 
en una posición de desventaja y vulnerabilidad a las personas que se acogieron a 
esta clase de programas, quienes terminan participando en conductas asociadas a 
la deforestación. 
 

• No se invita a la judicatura a escenarios relacionados con la protección de los 
recursos naturales, como comités locales de seguimiento en materia ambiental, lo 
que implica desconocer las dinámicas propias del territorio que pueden ser 
herramientas claves para resolver un proceso judicial sin que se afecte el principio 
de imparcialidad en la decisión. 
 
Se aclara que el fortalecimiento de la articulación institucional que abarca a otros 
poderes públicos, en particular, a la Rama Judicial representada por el Consejo 
Superior de la Judicatura, se fundamenta en el respeto de la autonomía e 
independencia judicial prevista en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, 
así como en el principio de colaboración armónica del artículo 113 Superior. En 
consecuencia, todas y cada una de las actividades que impliquen la participación de 
los jueces y magistrados en comités y reuniones de articulación institucional estarán 
precedidas por estos corolarios. 
 

• En este momento el gobierno nacional pretende formalizar muchas extensiones de 
tierras que debieron formalizarse hace muchos años. Por ejemplo, en Ovejas, Sucre, 
donde está en implementación el catastro multipropósito se formalizaron las 
primeras tierras lo que ayuda a evitar el acaparamiento de tierras.  
 

“…Si hubiese un control absoluto del Estado, al menos del 40% de las tierras 
de su propiedad, no estaríamos en esta situación. Así se evitaría que la tierra 
sea mal utilizada”. 

 

• Falta de información técnica del Estado en los análisis territoriales de estas 
dinámicas relacionadas con el acaparamiento de tierras y la deforestación, que está 
sucediendo hace unos años. Esto se debe en gran parte a que las personas callan lo 
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que sucede o la información que llega a las instancias judiciales está sesgada por 
miedo a represarías.  

 

• La dispersión normativa que se aplica al tema del acaparamiento de tierras y 
deforestación, visto desde todas las dimensiones jurídicas que lo regulan es un 
obstáculo ya que no existen herramientas unificadas para acceder a las normas 
vigentes. 
 

• En la Amazonía, específicamente en el Caquetá, la zona rural presenta daños 
ambientales visibles de gran magnitud y deforestación, pero estos casos no están 
llegando al conocimiento de la judicatura. Hay delitos, pero no se percibe la acción 
oportuna del Estado.  
 
La instancia judicial debe esperar a que la Fiscalía formule la acusación dentro de 
sus actos de investigación, y el proceso penal en la etapa de juicio depende de las 
pruebas que practique la Fiscalía y la Defensa, sin que el juez pueda solicitar ninguna 
prueba de oficio. 

 

• Falta de apoyo logístico suficiente en los operativos impide que se obtengan grandes 
resultados y se contrarreste efectivamente el fenómeno. Se informa con poca 
antelación la realización de operativos que se articulan desde el nivel central y se 
trasladan funcionarios de Florencia a la Macarena, existiendo jueces más cerca en 
San Vicente del Caguán, Caquetá. Y se intervienen predios donde solo se puede 
realizar una captura porque no se cuenta con suficiente transporte aéreo que 
traslade a las personas capturas para la legalización de la actuación. 

 
3. Articulación interinstitucional. Fortalecimiento de las entidades públicas del nivel 

local o nacional para el desarrollo de las funciones judiciales en cuanto a la 
identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento de tierras. 

 
Los actores locales judiciales entrevistados expresaron que Corpoamazonía y la Fiscalía 
General de la Nación son las entidades que trabajan articuladamente, y esta última es la 
que determina si es viable imputar los delitos tipificados en el Código Penal, en contra del 
medio ambiental y los recursos naturales. La judicatura opera con fundamento en las 
sentencias proferidas por las altas cortes. 
 
En este momento ya se están generando espacios de articulación entre la judicatura y otras 
entidades competentes, lo que permite conocer la información técnica que tiene el Estado 
a nivel territorial, y genera que se eviten desgastes en la administración de justicia y 
resultados contundentes en contra de este fenómeno. 
 

“…se necesita una articulación interinstitucional de la Fiscalía, del Ministerio de 
Ambiente, del Consejo Superior de la Judicatura, de la Policía Nacional, del Ejército, 
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Corpoamazonía y de los directores de los Parques Nacionales Naturales. También 
vincular a las alcaldías y gobernaciones”. 

 
Se aclara que el fortalecimiento de la articulación institucional que abarca a otros poderes 
públicos, en particular, a la Rama Judicial representada por el Consejo Superior de la 
Judicatura, se fundamenta en el respeto de la autonomía e independencia judicial prevista 
en los artículos 228 y 230 de la Constitución Política, así como en el principio de 
colaboración armónica del artículo 113 Superior. En consecuencia, todas y cada una de las 
actividades que impliquen la participación de los jueces y magistrados en comités y 
reuniones de articulación institucional estarán precedidas por estos corolarios. 
 

4. Oportunidades de mejora en relación con la articulación interinstitucional, local 
y/o nacional. 

 

• Es clave definir una política pública integral e intersectorial de prevención, control 
y sanción ante el acaparamiento de tierras como causa de la deforestación, dentro 
de la que es importante generar incentivos al trabajador del campo, al tenedor 
irregular, al poseedor irregular, ya que su situación ha motivado a que participen 
en dinámicas relacionadas.  
 
Es necesario que se opte por formalizar las tierras que no tienen restricciones 
ambientales y que se acojan a proyectos productivos acordes con una explotación 
sostenible y el cuidado de los recursos naturales, a través de la Agencia Nacional de 
Tierras y del Banco Agrario que facilita créditos para la financiación a quienes tienen 
la tenencia o la posesión de los predios rurales, certificada por una entidad idónea. 
  

“En el Caquetá, la gerencia del Banco Agrario solo exigía la “carta de colono” 
que es un certificado que expide la Junta de Acción Comunal en la que certifica 
que pernocta en la zona para acceder a los créditos para explotación agraria”  

 

• La creación de instancias locales institucionales con el liderazgo de las entidades 
ambientales, como la Unidad de Parques Nacionales Naturales, permite que se 
generen estrategias para articular y contrarrestar el fenómeno. 

 

• Vincular a las Universidades Públicas en las investigaciones territoriales de estas 
dinámicas permitiría fortalecer sus conocimientos y que den capacitaciones a la 
gente del Caquetá, desde una visión académica, que puede movilizar a los actores 
sociales para que activen la oferta judicial relacionada con el acaparamiento de 
tierras y la deforestación. 

 

• Garantizar el funcionamiento de la oficina territorial de la Corporación para el 
Desarrollo del Norte y el Oriente Amazónico en San Vicente del Caguán, Caquetá, 
para que se genere una adecuada articulación interinstitucional.  
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El personal técnico ambiental de dicha Oficina fue contratado por Órdenes de 
Prestación de Servicios que una vez se terminaron no tuvieron continuidad. Esto 
generó retrasos e incluso falta de apoyo en la expedición de conceptos técnicos 
ambientales para los procesos judiciales penales cuando hay personas capturadas 
por el aprovechamiento ilícito de recursos naturales, como la madera. 

 

• Contar con un observatorio de la judicatura en temas ambientales que permita 
acceder a la información técnica institucional disponible de las diferentes entidades 
competentes sobre estas dinámicas ambientales desde las diferentes formas de 
abordarlo (políticas públicas, estrategias nacionales, análisis técnicos ambientales, 
penales, tierras, entre otras) para tomar decisiones judiciales más consistentes y 
sustentadas.  

 
“…existen muchas normas, instituciones competentes y compromisos 
adquiridos por el gobierno nacional para proteger el medio ambiente que se 
desconocen. En la práctica hay mucho desconocimiento de la información”.  
 

• Es necesario revisar “las actas de colonos” expedidas por las autoridades locales 
porque es una situación compleja que se genera con esa certificación de residencia 
y podría configurarse algún delito contra la administración y la fe pública. 
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Gráfica 2, UNODC 
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Fortalecer a jueces en Florencia, Caquetá, con otra
sala virtual bien dotada y con suficiente banda de

internet.

Activar acciones civiles, agrarias y administrativas
para recuperar las tierras del Estado que padecen

del acaparamiento de tierras y deforestación.

Agencia Nacional de Tierras realice seguimiento a la
titularidad de las tierras y su explotación permitida

para aportar información en procesos judiciales
civiles, administrativos y penales que involucran

predios rurales,

Actividades de investigación prontas y oportunas.

Investigar al sujeto activo de la conducta para
judicializar a los agentes acaparadores de tierras

detrás del fenómeno, y no a la población campesina
o colona a quienes la FGN solicita el principio de

oportunidad y desgasta la administración de justicia.

Entidades técnicas ambientales y de tierras
(Corpoamazonía, PNN, ANT, IGAC y SNR) conceptúen

rápidamente sobre aspectos como ubicación del
predio, usos permitidos, quemas, daños

ambientales.

Garantizar condiciones mínimas de seguridad para
servidores judiciales competentes para realizar

inspecciones judiciales a los predios rurales objeto
de los litigios y transporte adecuado (4x4, blindado).

5. Entidades, actuaciones y herramientas  claves para fortalecer las 
funciones judiciales
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6. Capacitación especializada en derecho ambiental, análisis de jurisprudencia y 
en delitos asociados a la deforestación. 

 
El 100% de los actores locales judiciales informaron la necesidad apremiante de recibir 
capacitación especializada en derecho ambiental, análisis de jurisprudencia y en delitos 
asociados a la deforestación. 
 

“El desconocimiento es uno de los motores para cualquier tipo de situación contraria 
al orden social, al orden público”.  

 
También expresaron que las capacitaciones se deben enfocar en el juez y a todas las 
personas encargadas de la administración de justicia. En especial, a los servidores judiciales 
con jurisdicción en los territorios ya que es necesario que conozcan a profundidad este 
fenómeno.  
 
Solicitan que la Escuela judicial Rodrigo Lara Bonilla lidere estas capacitaciones incluyendo 
la temática en los módulos de formación para jueces y magistrados, o en jornadas de 
actualización, en la medida en que es un tema novedoso que necesita sensibilización y 
requiere conocimientos complejos para que la intervención de los jueces y magistrados de 
diferentes especialidades sea efectiva. 
 

“Si tienes clara la información sobre las normas aplicables, qué se debe proteger y 
cómo se protege, se busca alguna solución para decidir el caso e implementar 
acciones que ataquen el fenómeno ambiental. Los jueces penales no conocen la 
materia ambiental y civil necesaria para combatir esta dinámica compleja”. 

 
Además, los actores locales judiciales expresaron que en materia penal los delitos 
tipificados para la protección del medio ambiente son normas en blanco y remiten a otras, 
y estas a otras normas. Por lo tanto, se deben reforzar esos conocimientos específicos para 
que se acabe con la permisión que se puede generar desde la instancia judicial y que torna 
que la protección ambiental sea nula. 
 
Finalmente, consideraron clave conocer sobre los cambios normativos en materia agraria a 
la Ley 160 de 1994, a través del Decreto Ley 902 de 2017, y hablar sobre herramientas como 
la Unidad Agrícola Familiar, como una medida de explotación agraria aún vigente. 
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7.  Cuellos de botella en el despliegue de las funciones judiciales relacionadas con 
la reducción del fenómeno de acaparamiento de tierras.  
 
 

 
 

 
Gráfica 2, UNODC 

 

 
8. Tipologías del fenómeno de acaparamiento de tierras como motor de la 
deforestación. 
 
 

No. Tipologías de acaparamiento de tierras 

1 Los beneficiarios de la adjudicación de baldíos que desplegó el Estado, en 
tamaños permitidos de la Unidad Agrícola Familiar para la zona, con ese 
título agrandan sus tierras ocupando las áreas colindantes y luego a través 
del juicio civil de pertenencia solicitan la declaración del derecho de 
dominio. De todas maneras, si les niegan la prescripción adquisitiva del 
dominio las siguen explotando y acaparando a pesar de que el Estado es el 
administrador de esas tierras. 

2 En el Parque Nacional Natural Picachos se abre finca y se utiliza a la 
población ocupante para explotar las áreas con ganadería. Se marca el 
ganado con el mismo sello, lo que permite llegar al agente económico detrás 
de la deforestación. 

3 Empresas están interesadas en deforestar grandes extensiones de tierra que 
ocupan sin pagar nada y proceden a instalar ganadería. En el Parque 
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procesos judiciales 

penales. 

 



 
 

Página 43 de 68 
 

Nacional Natural Serranía de Chiribiquete, loa campesinos pobres están 
involucrados en estas dinámicas, pero son las grandes empresas las 
interesadas en deforestar selvas y producir ganadería. 

4 Se suscriben documentos privados de ventas de la posesión sobre predios 
rurales que están autenticados ante notarios, que facilita la venta informal 
de las tierras inadjudicables que están ubicadas en zonas de especial 
protección ambiental. Es una adquisición fraudulenta o irregular de baldíos 
que no se pueden adjudicar por el Estado, pero aun así se siguen 
comercializando en el mercado informal de tierras. 

5 Personas que por su poder lícito o ilícito acaparan las tierras para la 
explotación económica y utilizan los incendios para extender la ganadería. 

Tabla 10, UNODC 

 
9. Posibles alertas judiciales en materia de acaparamiento de tierras. 

 

• Presencia de grupos armados ilegales, desmovilizados, grupos residuales y 
disidencias de las FARC. 

• Quemas que se producen en las áreas rurales cercanas o dentro de las zonas de 
especial importancia ecológica. 

• La construcción de infraestructura vial genera que la misma mano de obra se quede 
en los territorios intervenidos, construyendo fincas o casas muchas veces en zonas 
protegidas ambientalmente. 
 
 
 
 
 
 

 
  



 
 

Página 44 de 68 
 

 
 
El 50% de los actores judiciales consideraron que si se necesita apoyo especializado en 
derecho ambiental. Señalaron que no es suficiente el conocimiento jurídico ya que se 
necesitan conocimientos técnicos especializados para entender las pruebas y los conceptos 
técnicos que se aportan desde otras instituciones, como del Instituto Geográfico Agustín 
Codazzi -IGAC, que tiene delimitaciones de los predios y de las zonas, y es una herramienta 
significativa en los procesos judiciales. Igualmente, los conceptos técnicos de 
Corpoamazonía que requieren entendimiento técnico. 
 

“La experticia técnica es necesaria para resolver mejor los casos e inclusive proferir 
medidas cautelares o preventivas para proteger el medio ambiente, en el ejercicio 
de funciones como las desplegadas por el juez con funciones de control de garantías, 
como restringir el ingreso a estas zonas o que alguna entidad específica rinda 
testimonios en las audiencias, para lo cual es necesario tener claras las competencias 
institucionales en esta materia”. 

 
El otro 50% de actores judiciales entrevistados que manifestaron que no y reiteraron el 
principio de autonomía judicial. Consideraron enfocar el fortalecimiento en capacitaciones 
a los funcionarios judiciales que se puedan replicar al interior de sus despachos. Esto porque 
es muy baja la demanda actual de casos específicos en manera ambiental o el número de 
procesos penales relacionados con el tema. 
 
Se aclara que las encuestas realizadas no permiten concluir aspectos relacionados con la 
ampliación de la justicia a los municipios más emblemáticos de esta problemática de la 
deforestación puesto que la creación de jueces especializados es una competencia privativa 
del legislador y requiere de un estudio organizacional específico, entre otros. 
 

50%50%

10. Apoyo Especializado en Derecho 
Ambiental

Sí

No
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El 66% de los actores locales judiciales entrevistados con competencias penales que 
consideraron que sí es necesario tener esta figura judicial, enfatizaron la importancia de 
rodear a estos jueces itinerantes con medidas reforzadas de seguridad y logística adecuada 
porque la intervención se realizaría en territorios con presencia de grupos armados y 
disidencias de las FARC que los expondrá y sus actuaciones se concentrarían en la etapa 
inicial de los procesos penales en contra de todas las personas que se capturen.  
 
Se aclara que las encuestas realizadas no permiten concluir aspectos relacionados con la 
ampliación de la justicia a los municipios más emblemáticos de esta problemática de la 
deforestación puesto que la creación de jueces especializados es una competencia privativa 
del legislador y requiere de un estudio organizacional específico, entre otros. 
 
 

66%

34%

11. Jueces con Función de Control de 
Garantías Ambulantes

Sí

No
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El 55% de los actores locales entrevistados que expresaron estar de acuerdo con esta 
propuesta, adicionaron la propuesta de crear una unidad nacional de jueces especializados 
en procesos contra el medio ambiente y los delitos conexos, como la jurisdicción civil 
especializada en restitución de tierras, que tiene focalizada la intervención territorial. Esto 
debido a que el tema ambiental debe analizar las dinámicas asociadas a la violencia 
organizada, el desplazamiento a través de “negocios irrisorios”, la variedad de agentes 
involucrados que quieren adueñarse de las tierras y el efecto que es la deforestación, que 
repercute en toda la humanidad y a las generaciones futuras.     
 
El restante 45% de los actores locales judiciales entrevistados en materia penal 
consideraron que no es necesario crear esta jurisdicción especializada debido a la baja carga 
de procesos judiciales en esta materia desde la especialidad civil, administrativa y penal. 
 

“Por ejemplo, hay 10 procesos en temas ambientales de 850 del total que tiene el 
despacho”.  

 
Se aclara que las encuestas realizadas no permiten concluir aspectos relacionados con la 
ampliación de la justicia a los municipios más emblemáticos de esta problemática de la 
deforestación puesto que la creación de jueces especializados es una competencia privativa 
del legislador y requiere de un estudio organizacional específico, entre otros. 
 
 
 
 
 
 

55%
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13. Sentencias emblemáticas en materia ambiental. 
 

Sentencia Corporación y 
Magistrado 

Ponente 

Fundamentos Fácticos Ratio decidendi 

Sentencia 
del 28 de 
marzo de 
2014 
– Acción 
Popular No. 
25000-23-
27-000-
2001-90479-
01 - Río 
Bogotá. 

Consejo de 
Estado, Sala de 
lo contencioso 
administrativo, 
Sección 
Primera. 
Consejero 
ponente Dr. 
Marco Antonio 
Velilla Moreno 

Se argumentó que en la zona aledaña del 
“Embalse del Muña” situado en el extremo 
sur de la sabana de Bogotá, Municipio de 
Sibaté, Departamento de Cundinamarca, se 
estaba presentando contaminación 
ambiental causada por el bombeo y 
almacenamiento de aguas negras por parte 
de la Empresa de Energía Eléctrica De 
Bogotá (E.E.B.), lo que estaba generando un 
foco de infecciones en perjuicio de la salud 
de los residentes, especialmente de la 
población infantil. 
La E.E.B. ordenó estudios dirigidos a 
diagnosticar la solución del problema, 
como la construcción y el montaje de 
plantas de tratamiento de aguas negras 
antes de ser depositadas en el mencionado 
embalse, pero no se habían emprendido 
acciones para materializar la obra. 
Por lo tanto, se solicitó que se declare 
responsables a las entidades demandadas 
por acción o por omisión del grave daño 
ecológico ambiental actual de la REPRESA 
DEL MUÑA, por la contaminación por los 
vertimientos directos efectuados por el 
sistema de bombeo de las aguas negras del 
río Bogotá, sin ningún tipo de tratamiento 
previo, lo que estaba generado perjuicios 
graves al medio ambiente, a los cuerpos de 
agua que la alimentan, la desaparición de la 
flora y fauna acuática de la represa; el 
suelo, al aire, a la salud, y directamente a la 
población en general del Municipio de 
Sibaté y a los habitantes del área de su 
influencia; y que se condene a reparar el 
grave daño ambiental ocasionado, la 
recuperación total del ecosistema biótico, 
como zona de especial protección 
ambiental y patrimonio natural del 
Departamento de Cundinamarca y de la 
Nación. Y al pago de daños y perjuicios. 

El río Bogotá se ha convertido en el principal 
receptor de aguas domésticas e industriales de la 
región, razón por la cual es uno de los afluentes más 
contaminados del continente. La cuenca se 
encuentra en emergencia social, ambiental y 
ecológica. Los vertimientos productos de 
actividades industriales, agropecuarias y 
residenciales no han tenido respuesta inmediata y 
eficiente. En Bogotá no existe un programa, política 
articulada en ejecución sobre el reúso de las aguas, 
ni un cambio de mentalidad del ciudadano de a pié, 
a pesar de que ya han transcurrido 100 años desde 
que se inició el proceso de discusión y análisis sobre 
las alternativas y estrategias para enfrentar este 
proceso de contaminación, sin resultados 
definitivos. Por lo tanto, se requiere urgentemente 
la adopción de medidas reales y de trascendencia, 
con las que se defina a corto, mediano y largo plazo 
la implementación de planes, programas y 
proyectos que garanticen el mejoramiento 
ambiental de la cuenca hidrográfica. En cuanto a los 
perjuicios causados al ambiente se dijo que estos se 
manifiestan como un ataque a los elementos y/o a 
las funciones de los ecosistemas, 
independientemente de sus repercusiones en los 
intereses humanos, y que es perjudicial cuando se 
califica como grave o irreversible. El Consejo de 
Estado definió una estrategia en materia de 
mejoramiento ambiental en términos de 
responsabilidad, cronograma de ejecución, 
resultados y seguimiento.   

Sentencia T-
622/16 del 
10 de 
noviembre 
de 2016 – 
Río Atrato. 

Corte 
Constitucional 
- Magistrado 
Ponente Jorge 
Iván Palacio 
Palacio. 

Los representante de las comunidades 
étnicas solicitaron detener el uso intensivo 
y a gran escala de diversos métodos de 
extracción minera y de explotación forestal 
ilegales, que incluyen maquinaria pesada -
dragas y retroexcavadoras- y sustancias 
altamente tóxicas -como el mercurio- en el 
río Atrato (Chocó), sus cuencas, ciénagas, 
humedales y afluentes, intensificadas que 
están teniendo consecuencias nocivas e 
irreversibles en el medio ambiente, 
afectando con ello sus derechos 
fundamentales y el equilibrio natural de los 
territorios que habitan. La explotación 
minera mecanizada, factores de 
contaminación por las actividades de 
extracción minera ilegal en la cuenca del río 
Atrato por el vertimiento de mercurio, 
cianuro y otras sustancias químicas tóxicas 

Las entidades vulneraron los derechos al territorio y 
a la cultura de las comunidades étnicas de la cuenca 
del río Atrato, como consecuencia de la ejecución 
de actividades de explotación minera ilegal, y la 
realización de actividades mineras legales e ilegales 
en zonas protegidas y en parques nacionales 
prohibidas, mediante una conducta omisiva de sus 
deberes legales y constitucionales al permitir el 
desarrollo en sus territorios colectivos de 
actividades de minería ilegal que terminaron 
amenazando y transformando sus formas 
tradicionales de vida. Las entidades del orden 
nacional y local no tomaron medidas efectivas, 
concretas y articuladas para enfrentar y dar 
solución a la realización de actividades intensivas de 
minería ilegal en la zona. Además, la falta de 
presencia estatal en el departamento del Chocó 
impidió el diseño, construcción e implementación 
de instituciones fuertes y políticas públicas 
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relacionadas con la minería, representa un 
alto riesgo para la vida y la salud de las 
comunidades que utilizan el agua del río 
para el consumo directo, la agricultura, la 
pesca y para las actividades cotidianas de 
las comunidades. Pérdidas de vidas de 
población infantil indígena y 
afrodescendiente que se sitúan en la 
subregión del bajo Atrato y en la cuenca del 
río Andágueda, y la proliferación de 
enfermedades sin un sistema de salud 
adecuado. También por la explotación 
forestal que utiliza maquinaria pesada, 
sustancias químicas y la construcción de 
canales artificiales, ha generado la 
extinción a las especies vivas de la zona y 
han cambiado el curso natural de los ríos. 
Finalmente, se sustenta en que las 
instituciones estatales competentes no han 
realizado acciones integrales para 
enfrentar y dar solución a esta grave 
situación, la existencia de sus bosques y de 
su población; el completo abandono del 
Estado colombiano en infraestructura 
básica en la región (acueducto, 
alcantarillado o disposición final de 
residuos), y la falta de articulación estatal 
para salvaguardar a las poblaciones y 
emprender la recuperación de los ríos.  

integrales para la construcción de un ESD en la 
región, que garantice condiciones mínimas (o 
puntos de partida esenciales) para el desarrollo de 
una vida digna, plena en el ejercicio de derechos y 
en condiciones de bienestar.  
La Corte profirió órdenes concretas con efectos 
intercomunis para amparar los derechos de 
comunidades étnicas en aras de dar un trato 
igualitario y uniforme que asegure el goce efectivo 
de sus derechos fundamentales. 
Así las cosas, se reconoció al río Atrato, su cuenca y 
afluentes como una entidad sujeta de derechos a la 
protección, conservación, mantenimiento y 
restauración a cargo del Estado y las comunidades 
étnicas. 
Ordenes concretas: 1) Al Gobierno nacional que 
ejerza la tutoría y representación legal de los 
derechos del río (a través de una institución - 
Ministerio de Ambiente), con las comunidades 
étnicas que habitan en la cuenca del río Atrato en 
Chocó, y una comisión de guardianes del río Atrato 
o equipo asesor para orientar las acciones a tomar.  
2) Plan para descontaminar las fuentes hídricas del 
Chocó, con medidas para restablecer el cauce del 
río Atrato, eliminar los bancos de área formados por 
las actividades mineras y reforestar las zonas 
afectadas por minería legal e ilegal.  
3) Plan de acción conjunto para neutralizar y 
erradicar definitivamente las actividades de minería 
ilegal que se realicen en el río Atrato y sus afluentes, 
y en el departamento de Chocó.  
4) Plan de acción integral para recuperar las formas 
tradicionales de subsistencia y alimentación en el 
marco del concepto de etnodesarrollo que 
aseguren mínimos de seguridad alimentaria en la 
zona.  
5) Estudios toxicológicos y epidemiológicos del río 
Atrato, sus afluentes y comunidades para 
determinar el grado de contaminación por mercurio 
y otras sustancias tóxicas, y la posible afectación en 
la salud humana de las poblaciones. 
6 y 7) Acompañamiento y seguimiento de entes de 
control y de la “Comisión Interinstitucional para el 
Chocó”. 

STC4360-
2018 de 05 
de abril de 
2018 - 
Amazonía. 

Corte Suprema 
de Justicia – 
Honorable 
magistrado 
Luis Armando 
Tolosa 
Villabona. 

De acuerdo con la acción de tutela 
presentada por 25 niños, niñas y jóvenes 
habitantes de 17 ciudades del País para 
proteger los derechos fundamentales a 
“gozar de un ambiente sano”, la vida y la 
salud de las generaciones futuras, en la 
Amazonía colombiana por la alta 
deforestación que se está generando en 
esta zona y la falta de acción de las 
entidades responsables de controlar este 
fenómeno. 

El juez constitucional reconoció a la Amazonía 
Colombiana como entidad “sujeto de derechos”, 
titular de la protección, de la conservación, 
mantenimiento y restauración a cargo del Estado y 
las entidades territoriales. En contraste con el 
principio intergeneracional. 
En esta sentencia, se dijo que el Estado colombiano 
no ha enfrentado eficientemente la problemática 
de la deforestación en la Amazonía. 
Específicamente, que las tres (3) Corporaciones 
Autónomas Regionales con jurisdicción en el 
territorio amazónico no han realizado esfuerzos 
para reducir el área concentrada de deforestación, 
el cual registra un 47.23% de las AT-D56. 
Adicionalmente, que la deforestación en la 
Amazonía colombiana ocurre también en lugares 
bajo la tutela de Parques Nacionales Naturales de 
Colombia –PNN (La Macarena, Nukak, Tinigua y La 
Paya: que ocupan los lugares 3, 5, 6 y 9 de los 
Parques con una mayor concentración de AT-D en 
el 2017).  
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Además, se consideró que los departamentos y 
municipios con jurisdicción en territorio amazónico 
(Amazonas, Caquetá, Guaviare y Putumayo) están 
incumpliendo las funciones que la ley les impone 
respecto de la protección ambiental de la Amazonía 
colombiana.  
Por lo tanto, el juez constitucional en este caso le 
ordenó a la Presidencia de la República, al 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
Sector Agricultura y Desarrollo Rural y al SINA 
(accionantes y comunidades) para que formulen un 
plan de acción de corto, mediano y largo plazo que 
contrarreste la tasa de deforestación en la 
Amazonía, se enfrenten a los efectos del cambio 
climático y se mitiguen las alertas tempranas del 
IDEAM.  

Medida 
cautelar del 
12 de 
diciembre 
de 2018.  

Juzgado 1 Civil 
del Circuito 
Especializado 
en Restitución 
de Tierras de 
Villavicencio – 
Meta – Juez 
Dr. Luis Carlos 
González 
Ortega. 

En el caso del Resguardo Indígena Nukak 
Makú, ubicado en la jurisdicción del 
municipio de San José del Guaviare y el 
Retorno, en el departamento del Guaviare, 
se analizó la situación de aislamiento y 
contacto inicial de la comunidad étnica que 
guarda una especial relación con sus 
territorios y dependen de los recursos 
naturales ecosistémicos para su 
pervivencia cultural, ante la falta de 
claridad entre los límites del territorio y los 
predios privados, y colectivos colindantes 
como la zona de reserva campesina, que ha 
propiciado conflictos con particulares, 
colonos, campesinos y con el mismo 
Estado. 

En la medida cautelar se analizaron los impactos 
generados al territorio étnico por ocupantes y 
usurpadores, a través de la instalación de cultivos 
ilícitos, ganadería extensiva y apropiación ilegal del 
territorio, en detrimento de la relación de 
pervivencia cultural que existe entre el territorio y 
las formas tradicionales de vida de la comunidad 
étnica, lo cual puede conducir a la desaparición y 
extermino de la comunidad seminómada que 
depende de la diversidad ecológica y los recursos 
naturales que existen en sus territorios.   
Por lo tanto, el señor Juez ordenó a la gobernación 
y municipios del Guaviare y el Retorno, 
departamento del Guaviare, que mantengan el 
estatus quo en el territorio de la comunidad 
indígena, y se evite que terceros invadan, ocupen o 
usurpen territorio de la comunidad, haciendo uso 
de las competencias administrativas y policivas para 
evitar intrusiones de terceros, y suspender la 
ocupación del territorio.  
También, se ordenó al Ministerio del Interior, 
Parques Nacionales Naturales, la Corporación para 
el Desarrollo Sostenible del Norte y el Oriente 
Amazónico -CDA, con los entes territoriales y el 
SINCHI, que se diseñe una estrategia de 
implementación gradual de seguridad y zonificación 
para la restauración ecológica de los corredores de 
movilidad relacionados con los patrones de uso y 
ocupación del pueblo Nukak para su recuperación 
por el impacto de la deforestación asociada a los 
cultivos ilícitos y a la ganadería extensiva .   
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Fiscalía General de la Nación – Fiscales. 
 

1. Conceptos desde el ejercicio de la persecución penal sobre el ‘acaparamiento 
de tierras’.  

 

No. Conceptos 

1 Se da por particulares que aprovechan ciertas tierras que pueden ser baldíos, que 
se deforestan para vender la madera e instalar ganadería.  

2 Es una problemática de 30 años atrás en el Caquetá, en donde se apropian de las 
tierras y luego se vende la posesión a través de contratos entre particulares. 
Construyen casas con árboles que cortan de los mismos predios y están protegidos 
por grupos armados al margen de la ley. Esto porque detrás están estructuras 
criminales interesadas en el lavado de activos. 

Tabla 11, UNODC 

 
 

2. Debilidades en la identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento de 
tierras que contribuye a la deforestación. 
 

• La existencia de negocios informales que sirven para adquirir la propiedad, posesión 
y mejoras de los predios rurales, que solo se autentican ante las Notarías. 
 

• En algunas ocasiones, las ORIP han dilatado la entrega de los documentos 
relacionados con la legalidad de la propiedad de las tierras para que obren dentro 
de las investigaciones penales. 

 

• Se observa que no se está atacando el hecho nocivo para el medio ambiente de 
manera preventiva o a través de la implementación de acciones de control, sino que 
una vez se activa la alerta de deforestación o se reciben las denuncias, el Estado, a 
través de la Fiscalía General de la Nación, se concentra en investigar penalmente y 
sancionar el daño ambiental. 

 

• Las zonas son de difícil acceso y que requieren instrumentos especializados para 
recaudar la información, como GPS y drones.  
 

“Es importante instrumentalizar la captura de información para contar con 
mapas de calor, como los que se obtienen a través de satélites que tienen 
países más desarrollados, como EE.UU y Brasil. En Colombia, se están usando 
herramientas como Google Maps”. 

 

• Existe mucha corrupción dentro de la administración pública que permite que 
algunas personas trabajen con los agentes acaparadores de tierras para obtener la 
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titularidad de los predios. Es un factor grave de corrupción sobre el reconocimiento 
a través de títulos respecto a los derechos de uso, goce y dominio. 

 

• La jurisdicción civil ha permitido la titulación de predios rurales que han sido 
ocupados de manera irregular por los agentes acaparadores. 
 

• La Fiscalía recopila en las instituciones competentes los documentos relacionados 
con el procedimiento adelantado para obtener la titulación de los predios y realizar 
una evaluación según la normatividad vigente. Sin embargo, las ORIP no cuentan 
con el registro de esa información actualizada. 

 
3. Articulación interinstitucional. Fortalecimiento de las entidades públicas del nivel 
local o nacional para el desarrollo del ejercicio de la persecución penal en cuanto a la 
identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento de tierras. 

 
Los actores locales entrevistados expresaron que el fortalecimiento para la articulación 
interinstitucional se ha obtenido del Ejército, a través de sobrevuelos, de la Policía Nacional 
-DICAR, y el Cuerpo Técnico de Investigación, que brinda el soporte técnico pertinente. 
 
En el Caquetá, las autoridades ambientales están generando espacios denominados 
“burbujas ambientales”, con presencia de los comandantes del Ejército, la Policía Nacional, 
la Procuraduría General de la Nación, Parques Nacionales Naturales y la Corporación 
Autónoma Regional, que permiten conocer a las otras instituciones públicas que tienen los 
mismos propósitos y en los que se socializan las dinámicas, los operativos que se van a 
realizar y se generan compromisos.  
 
Los actores locales entrevistados expresaron que la relevancia que han tomado las 
autoridades ambientales en los procesos penales relacionados es valiosa, ya que con la 
información técnica que suministran las CAR y el IDEAM, se logran obtener órdenes de 
allanamiento y construcción estratégica de operativos ambientales. 
 

4. Apoyo interinstitucional para dictámenes como de topografía, impacto ambiental, 
origen de los incendios, entre otros, versus Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Fiscalía y la Policía Judicial con personal capacitado para este fin. 

 
El 100% de los entrevistados consideran necesario que se cuente en estas instancias con 
personal experto que rinda dictámenes técnicos periciales, con el fin de fortalecer el trabajo 
de campo y las diligencias que deben realizarse a las zonas con protección especial 
ambiental, donde están ocurriendo las dinámicas asociadas a la deforestación. 
 
Es necesario contar con conceptos técnicos que permitan establecer el nexo causal, los 
sujetos activos que ha sido instrumentalizados por terceros agentes y el daño ambiental. 
además, la aplicación de los principios de precaución y prevención ambiental en aquellos 
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procesos penales en los que es necesario imponer medidas restrictivas a la libertad de 
locomoción y otras.  
 
Estos conceptos y análisis son herramientas básicas para fortalecer las investigaciones 
penales ya que permiten establecer análisis profundos sobre conductas que configuran el 
ilícito de aprovechamiento de recursos naturales para llevar a cabo el acaparamiento de las 
tierras.  
 
Manifestaron que se requiere fortalecer en el CTI y la policía judicial con expertos en: 
 

No. Experticias requeridas 

1 Ingenieros ambientales 

2 Ecólogos 

 Ingenieros Forestales 
Tabla 12, UNODC 

 
 

5. Oportunidades de mejora en relación con la articulación interinstitucional, local y/o 
nacional. 

 

• Se necesita personal humano capacitado y técnico experto que fortalezca las 
capacidades de la Policía Nacional para que acompañen los requerimientos de 
manera inmediata y no se generen demoras en la investigación. 
 

• Es importante tener los recursos económicos suficientes y el apoyo logístico para 
para analizar en tiempo real lo que ocurre en el territorio, a través de los 
instrumentos técnicos y tecnológicos idóneos. 

 



 
 

Página 53 de 68 
 

 
 
 

7. Cuellos de botella identificados en el desarrollo de las funciones de 
persecución penal relacionadas con la reducción del fenómeno de acaparamiento 

de tierras. 
 

 

0 0,2 0,4 0,6 0,8 1 1,2

Herramientas técnicas para analizar la
información: GPS, softwares especiales.

Apoyo logístico para el trabajo de campo para
acceder a algunas zonas: camionetas 4x4, drones,

cámaras y radios satelitales.

Suscripción de convenios interadministrativos
con entidades competentes claves para obtener

conceptos y acceder a la información: SNR, ANT e
IGAC.

6. Entidades, actuaciones, herramientas  claves para 
fortalecer las funciones de persecución penal 

Investigaciones penales relacionadas con 
el acaparamiento de tierras y 

deforestación

La Dirección 
Especializada contra las 

Violaciones a los 
Derechos Humanos 
debe someter ante 

varias instancias 
internas de la FGN las 

solicitudes de 
operativos que deben 
realizarse de manera 

urgente.. 

El IGAC genera 
demoras en la 
expedición de 

conceptos catastrales 
de la propiedad que se 

identifica en las 
investigaciones 

penales. 
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8. Tipologías (Modus operandi: causas, motores, agentes en aras de identificar a 
quién y qué causa la deforestación) del fenómeno de acaparamiento de tierras 
como motor de la deforestación. 

 
 

No. Tipologías de acaparamiento de tierras 

1 Los funcionarios públicos de las entidades del orden territorial tienen 
intereses particulares porque reciben dádivas de terceros para la ampliación 
del perímetro urbano para apropiarse de áreas rurales que posteriormente 
se urbanizan. Esto impulsa prácticas de deforestación.  

Tabla 13, UNODC 

 
9. Posibles alertas identificadas en el desarrollo de la persecución penal en materia 
de acaparamiento de tierras. 

 

• Se adquieren tierras rurales para luego venderlas. 

• Cultivos ilícitos. 

• Construcción de viviendas en zonas restringidas por el POT o EOT, sin la actuación 
del Estado para su recuperación efectiva y rápida.  

• Autoridades ambientales y catastrales son permeadas por grandes capitalistas.   



 
 

Página 55 de 68 
 

 

Superintendencia de Notariado y Registro – Notarios y registradores públicos. 
 

1. Conceptos desde el ejercicio de las funciones notariales y registrales sobre el 
‘acaparamiento de tierras’.  

 

No. Conceptos 

1 Se concentra la propiedad rural a través de terceros, familiares o sociedades 
jurídicas, que prestan su nombre para convertirse en titulares de predios por 
encima de los límites máximos de la Unidad Agrícola Familiar.  

2 Se engloban los predios rurales que se adjudicaron antes de la vigencia de la Ley 
160 de 1994, caso el cual no se suspende el trámite registral porque no se puede 
aplicar retroactivamente la restricción contenida del inciso 9º. Igualmente, 
ocurre con la solicitud de subdivisión de predios rurales en tamaños inferiores al 
límite mínimo de la Unidad Agrícola Familiar, que fueron adjudicados antes de 
la vigencia de la misma ley.  

3 Agentes que se apoderan de los predios rurales de la Nación para explotarlos 
económicamente con actividades como la ganadería extensiva o para 
valorizarlos para la venta posterior de la posesión de manera irregular. 

Tabla 14, UNODC 

 
2. Debilidades en la identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento de 
tierras que contribuye a la deforestación. 

 

• No se puede acceder a información que identifique la ubicación de las zonas de 
reserva forestal o de especial protección ambiental, en contraste con el predio rural 
sobre el cual se están transando derechos relacionados con la propiedad. 
 
Se aclara que los procesos que adelantan los registradores y notarios públicos son 
microprocesos relacionados con los derechos de dominio y otros que se atribuyen a 
la propiedad de bienes inmuebles, que dependen de macroprocesos a cargo de otras 
entidades públicas. 
 

• Cuando se devuelven transacciones sobre el derecho de dominio de la propiedad de 
predios rurales porque exceden los límites máximos de la Unidad Agrícola Familiar 
para el municipio, los interesados realizan el trámite a través de sus hijos y familiares 
para que estos sean los titulares del derecho de propiedad de estos predios rurales 
y solicitan nuevamente el registro de la escritura pública. 
 

• La Agencia Nacional de Tierras expide conceptos sobre la naturaleza jurídica de 
predios que luego modifica. Además, no hay unidad de criterio entre esta entidad y 
la Superintendencia de Notariado y Registro, porque no se expiden circulares o 
instrucciones conjuntas que unifiquen la interpretación normatividad agraria. 

 



 
 

Página 56 de 68 
 

• La notaría no se está articulando con otras autoridades que tienen que ver con esta 
clase de temas. Llegan personas con documentos como promesas de compraventa 
y contratos de venta sobre predios rurales sobre los cuales no se puede identificar 
si son baldíos o no.  

 
3. Articulación interinstitucional. Fortalecimiento de las entidades públicas del nivel 
local o nacional para el desarrollo del ejercicio de la de la función notarial y registral 
en cuanto a la identificación de acciones relacionadas con el acaparamiento de tierras. 

 
Los actores locales entrevistados manifestaron que en Florencia y en San Vicente del 
Caguán, Caquetá, no se perciben acciones de articulación con el nivel nacional que genere 
fortalecimiento institucional, solo acciones dirigidas a ejercer el control a las notarías y de 
las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos.  
 
Además, la articulación interinstitucional no ha involucrado a las notarías y Oficinas de 
Registro de Instrumentos Públicos con jurisdicción en estos territorios, que les permita 
conocer las dinámicas asociadas al acaparamiento de tierras como causa de la 
deforestación.  
 

“Las pretensiones legales de estos agentes se deben tratar entre varias instituciones 
desde distintas ópticas s aportando conocimientos y experiencia”. 

 
4. Oportunidades de mejora en relación con la articulación interinstitucional, local y/o 
nacional. 

 

• Revisar la aplicación del artículo 72 de la Ley 160 de 1994, sobre concentración de 
las tierras rurales y fraccionamiento antieconómico, para que no se continúen 
realizando acciones que le hacen un esguince a la norma jurídica.  
 
Son claves las sinergias instruccionales entre entidades con competencias en la 
administración de las tierras rurales y regulación respecto de los derechos de 
propiedad, como la Agencia Nacional de Tierras y la Superintendencia de Notariado 
y Registro, para que se articulen aspectos como la interpretación y aplicación 
normativa tendiente a hacerle frente a fenómenos como la concentración de la 
propiedad rural y el fraccionamiento antieconómico, que consolidan el 
acaparamiento de tierras. 
 

• Continuar brindando escenarios de capacitación técnica en materia ambiental y de 
tierras, para que se fortalezcan los conocimientos de los funcionarios públicos y 
particulares que prestan funciones públicas en el territorio, para que se empiece a 
notar la finalidad real de las actuaciones notariales y registrales, y se generen alertas 
oportunas. 
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0 0,2 0,4 0,6 0,8 1 1,2

Una plataforma de información sobre la ubicación
de las zonas de especial protección ambiental con

información catastral de los predios rurales.

Exigencia de georreferenciación de los predios
rurales sobre los cuales se transan derechos de

propiedad para determinar si se trata de baldíos y
baldíos inadjudicables por restricciones

ambientales.

Alertas en los trámites notariales de documentos
particulares sobre ventas de posesión y mejoras,

promesas de compraventa sobre predios privados,
que quieren autenticación, para empezar a

diagnosticar el fenómeno.

Interpretación de normas que abarquen aspectos
relacionados con las excepciones argumentadas
para la inaplicación retroactiva del artículo 72 de

la Ley 160 de 1994.

5. Entidades, actuaciones y herramientas  
claves para fortalecer las funciones notariales 

y registrales
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6.  Cuellos de botella en el despliegue de las funciones notariales y registrales 
relacionadas con la reducción del fenómeno de acaparamiento de tierras.  

 

 
 

7. Tipologías del fenómeno de acaparamiento de tierras como motor de la 
deforestación desde las funciones notariales y registrales. 
 
 

No. Tipologías de acaparamiento de tierras 

1 Personas que engloban predios rurales adjudicados antes de la vigencia de 
la Ley 160 de 1994, y que la ORIP aunque evidencie concentración de la 
propiedad rural porque supera el límite máximo de la Unidad Agrícola 
Familiar para el municipio, no suspende el trámite registral porque no es 
viable jurídicamente aplicar de manera retroactiva la restricción contenida 
del inciso 9º.  

2 Personas que venden predios rurales subdivididos en extensiones inferiores 
al límite mínimo de la Unidad Agrícola Familiar para el municipio, que fueron 
adjudicados antes de la vigencia de la Ley 160 de 1994, y que la ORIP no 
suspende el trámite registral porque no es viable jurídicamente aplicar de 
manera retroactiva la restricción contenida del inciso 9º. 

Funciones notariales y registrales 
relacionadas con el acaparamiento de 

tierras

La ANT demora meses la 
respuesta a solicitudes 

elevadas a través del correo 
electrónico institucional, en 
autorizaciones de venta de 
terrenos fraccionados o con 

limitaciones en el folio de 
matrícula inmobiliaria. 

El IGAC torna difícil la 
entrega de información 

para trámites notariales y 
registrales.
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8. Posibles alertas identificadas en el desarrollo de la persecución penal en materia 
de acaparamiento de tierras. 

 

• Autenticación de documentos privados mediante los cuales se vende la posesión y 
las mejoras. 

• Promesas de compraventa del derecho de dominio sobre predios que se sospecha 
son baldíos. 
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VI. Ruta de acción a corto, mediano y largo plazo. 
 

Consejo Superior de la Judicatura – jueces y magistrados. 
 
 

 

Corto 
plazo

Continuar fortaleciendo con capacitaciones en materia ambiental y agraria a
los jueces y magistrados con jurisdicción en las zonas más afectadas por la
deforestación y el acaparamiento de tierras, con el apoyo de la Escuela
Judicial Rodrigo Lara Bonilla y a través de la financiación de cooperación
internacional.

Proponer acciones dirigidas a la construcción de documentos normativos y
teóricos que unifiquen y tengan impacto en el conocimiento sobre la
deforestación y el acaparamiento de tierras, como herramientas de consulta
para los servidores judiciales.

Fortalecer a través de capacitaciones los conocimientos de la instancia
judicial civil y promiscuo municipal relacionados con la jurisprudencia de la
Sentencia T-488/2014, con el fin de evitar el acaparamiento de tierras
baldías (incluso inadjudicables) a través de las demandas de prescripción
adquisitiva del dominio. Con el apoyo de la Escuela Judicial Rodrigo Lara
Bonilla y a través de la financiación de cooperación internacional.
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Recomendaciones institucionales. 
 

• Trasladar la visión judicial al ente investigador sobre la necesidad de evitar el 
desgaste del aparato judicial a través de capturas de personas de escasos recursos 
económicos quienes cometen el ilícito de aprovechamiento forestal para obtener 
recursos para su subsistencia, y se obligan a reparar el daño ambiental por 
intermedio de Corpoamazonía, reforestando. 
 
También, respecto de la necesidad de que los operativos de la fuerza pública en los 
Parques Nacionales Naturales se realicen con sustento en investigaciones sólidas 
dirigidas a capturar a los agentes económicos poderosos detrás del acaparamiento 
de tierras como causa de la deforestación. También que se indaguen y profundicen 
barreras de acceso y las dinámicas culturales, sociales y de violencia concreta de las 
zonas cuando se trasladen de otras ciudades al territorio 
 

• Sugerir al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (CAR) que se construyan 
lineamientos territoriales encaminados a reforestar aquellas áreas que fueron 
deforestadas por el sujeto activo de la conducta penal, sin que se prioricen otras 
zonas diferentes. 

 

• Recomendar el fortalecimiento de las Corporaciones Autónomas Regionales, 
Corpoamazonía, para que los procesos sancionatorios administrativos generen 
acciones efectivas en contra de los infractores ambientales y se divulguen estas 
sanciones, como muestras ejemplificadoras disuasivas a la población en general. 

 

Mediano 
plazo

Diseñar y adoptar la creación de un observatorio de la judicatura en temas
ambientales que consolide la jurisprudencia emblemática en materia
ambiental, su cumplimiento y los efectos transformadores de las
sentencias. Además que proporcione los canales de comunicación
institucional que existen para acceder a la información técnica institucional
disponible de las entidades competentes sobre las dinámicas ambientales,
(políticas públicas, estrategias nacionales, análisis técnicos ambientales,
penales, tierras, entre otras) para la toma de decisiones.
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• Recomendar al Gobierno Nacional en el Caquetá (Florencia) la implementación del 
catastro multipropósito para generar coherencia entre la información física, 
jurídica, social y de tenencia de los predios, para que se atiendan los requerimientos 
judiciales civiles con información confiable, segura y se fortalezca la toma de 
decisiones judiciales. 

 

• Sugerir al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (CAR) que se 
descentralicen las entidades del SINA para que tengan presencia en estos territorios 
con problemáticas complejas de deforestación, para que ejerzan apoyo técnico y 
promuevan acciones de protección a la población que está interesada en la 
protección de las tierras con restricciones legales ambientales. Y se fortalezca el 
funcionamiento de la oficina territorial de Corpoamazonía en San Vicente del 
Caguán, Caquetá, para que se genere una adecuada articulación interinstitucional. 
 

• En espacio de articulación local, recomendar la invitación de las Universidades 
Públicas en escenarios de articulación local donde se traten las dinámicas 
territoriales relacionadas con el acaparamiento de tierras como causa de la 
deforestación para que se fortalezcan sus conocimientos y se movilicen a los actores 
sociales en aras de activar la oferta judicial relacionada con la protección del medio 
ambiente y los recursos naturales. 
 

• Reiterar a Corpoamazonía, Parques Nacionales Naturales, Agencia Nacional de 
Tierras, Instituto Colombiano Agustín Codazzi -IGAC, y Superintendencia de 
Notariado y Registro la respuesta oportuna a los requerimientos judiciales 
relacionados con procesos relacionados con el acaparamiento de tierras para que 
no se dilaten estos procesos. 

 

• Realizar estudios sobre la infraestructura de los despachos judiciales penales en el 
Caquetá para determinar si las salas de audiencias son espacios adecuados para 
desarrollar las audiencias preliminares sin que se generen dilaciones procesales y 
cuenten con el acceso a internet. 

 

• Aportar en el diseño de políticas públicas de esta temática en lo siguiente: 
 
- Que la autoridad agraria tenga presencia territorial y se activen los procesos de 

recuperación de baldíos inadjudicables indebidamente ocupados, que se 
encuentran ubicados en las áreas de especial protección ambiental y las acciones 
de extinción del dominio agrario ante el cumplimiento de la función ecológica 
de los predios rurales.  

- Adoptar documentos normativos de unificación de las normas jurídicas 
intersectoriales vigentes relacionadas con el acaparamiento de tierras como 
causa de la deforestación. 

- Revisar normativamente la función de expedir certificados de residencia o “actas 
de colonos”, a entidades locales que puedan verificar la residencia permanente 
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y la naturaleza jurídica de los predios rurales, con una entidad del orden nacional 
que articule esta información, para controlar la expedición arbitraria de este tipo 
de documentos por parte del Estado. 

- Activar las funciones públicas intersectoriales de prevención, control y sanción 
ante el acaparamiento de tierras como causa de la deforestación. También las 
relacionadas con los programas de formalización de las tierras rurales que no 
tienen restricciones ambientales y proyectos productivos sostenibles y que 
garanticen el cuidado de los recursos naturales. 

- Que el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, y a la Unidad de Planificación 
Rural y Agropecuaria -UPRA, se involucren técnicamente en la implementación 
de proyectos productivos financiados por el PNIS, para que se focalicen a las 
líneas de cadenas productivas que tienen posibilidad de comercialización según 
el departamento. 
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Fiscalía General de la Nación – Fiscales.  
 
 
 

 
 

Corto 
plazo

Continuar fortaleciendo la relación interinstitucional y las sinergias entre la Fiscalía
General de la Nación y el grupo de policía judicial de la Superintendencia de
Notariado y Registro, para que se cuente con apoyo técnico de análisis catastral y
registral sobre la propiedad de los predios y su naturaleza jurídica que se requieren
dentro de las investigaciones penales de conductas típicas del título XI de la Ley
599/00, y delitos asociados y/o conexos, que contribuyen a generar el fenómeno de
la deforestación y el acaparamiento de tierras.

Revisar el procedimiento interno de calidad adoptado para la autorización de
operativos con la fuerza pública para disminuir instancias de aprobación y optimizar
tiempos dada la urgencia de la solicitud.
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Mediano 
plazo

Suscribir convenio interadministrativo con la Agencia Nacional de Tierras,
para establecer canales de información en materia agraria sobre predios
rurales objeto de investigaciones penales y se generen estrategias
operativas conjuntas para hacer frente a las acciones inmediatas
relacionadas con el acaparamiento de tierras y la deforestación.

Suscribir convenio interadministrativo con el Instituto Colombiano Agustín
Codazzi -IGAC, del orden nacional y local, que facilite la obtención de
información de formación catastral y física de predios rurales objeto de
investigaciones penales y la generación de estrategias operativas conjuntas
para hacer frente a las acciones inmediatas relacionadas con el
acaparamiento de tierras y la deforestación.

Dotar a los Fiscales Especializados en la materia Ambiental y a los equipos
del Cuerpo Técnico de Investigación -CTI, de GPS, drones, cámaras y radios
satelitales.

Impulsar la implementación de acciones investigativas sobre las conductas
de corrupción dentro de la administración pública con competencias
relacionadas con el reconocimiento de la propiedad, transacciones a los
derechos de dominio e información física catastral, como, por ejemplo:
Oficinas enlaces territorial de la Agencia Nacional de Tierras, Notarías
Públicas, Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos y el Instituto
Colombiano Agustín Codazzi -IGAC.

Fortalecer al Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la
Nación con peritos con formación en Ingeniería ambiental, Ecología e
Ingenieros Forestales, para que expidan los conceptos periciales de manera
inmediata, y se distribuyan internamente por jurisdicciones o zonas de alta
importancia ambiental, con insumos documentales y herramientas para el
traslado a las zonas que requieren el despliegue de actuaciones
investigativas o tecnológicas para acceso no tripulado (drones).
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Recomendaciones institucionales. 
 

• Impulsar en Caquetá (Florencia y San Vicente del Caguán) la implementación del 
catastro multipropósito para georreferenciar todos los predios de los municipios, 
que esta información sea de acceso público y exista plan coherencia entre la 
información física, jurídica y de tenencia, para que las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos atiendan de manera oportuna los requerimientos judiciales 
dentro de los procesos civiles de pertenencia sobre predios rurales respecto de la 
expedición de los certificados de carencia de antecedente registral, en aras de 
proteger la propiedad los bienes baldíos propiedad de la Nación, en especial de los 
bienes baldíos inadjudicables que se encuentran en las zonas de especial protección 
ambiental. 
 

• Someter a consideración del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible la 
necesidad de establecer protocolos de activación de medidas preventivas y de 
control ambiental a cargo de las autoridades ambientales competentes con la 
articulación de la Policía Nacional, para que conozcan de manera inmediata la 
infracción ambiental relacionada con el acaparamiento de tierras y la deforestación, 
y paralelamente se remita la notica criminal a la Fiscalía General de la Nación. 
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Superintendencia de Notariado y Registro – Notarios y registradores públicos. 
 
 

 

Corto 
plazo

Promover con el instituto Colombiano Agustín Codazzi -IGAC, el traslado al sistema
de información que manejan las Oficinas de Registro de instrumentos Públicos de la
información que contenga la identificación, con georreferenciación, de las áreas de
Parques Nacionales Naturales y otras zonas de especial protección ambiental en el
departamento del Caquetá, para que las Oficinas de Registro de Instrumentos
Públicos las consulten en los trámites de solicitudes de inscripción de transacciones
de la propiedad sobre predios rurales que pueden estar ubicados en estas áreas, en
aras de aplicar figuras registrales como la suspensión del trámite y el rechazo de la
solicitud.

Solicitar ante instancias de articulación local ambiental, como las “Burbujas
ambientales” que lidera Corpoamazonía, la participación de los funcionarios
públicos de las Notarías Públicas y de las Oficinas de Registro de Instrumentos
Públicos -ORIP, del Caquetá, para que conozca las dinámicas territoriales asociadas
al acaparamiento de tierras como causa de la deforestación y se articulen
estrategias locales que generen acciones efectivas en contra de este fenómeno.

Gestionar espacios de capacitación técnica en materia ambiental y de tierras, en los
que se inviten a los Notarios y Registradores Públicos con competencias en el
Caquetá, para fortalecer sus conocimientos en esta materia.
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Recomendaciones institucionales. 
 

• La Superintendencia de Notariado y Registro, y la Agencia Nacional de Tierras deben 
generar trabajos conjuntos relacionados con la interpretación normatividad agraria, 
que se traduzca en la expedición de circulares o instrucciones, cuando se aborden 
temas relacionados con las tipologías de acaparamiento de tierras como causa de la 
deforestación, como las dinámicas de concentración de la propiedad rural, 
fraccionamiento antieconómico, ocupación irregular de predios baldíos 
inadjudicables por su ubicación en zonas de especial protección ambiental y 
procesos de extinción del dominio agrario por incumplimiento de la función 
ecológica de la propiedad rural. 

 
 
 
  
 

Mediano 
plazo

Generar sinergias con la Agencia Nacional de Tierras para que en mesas técnicas y
jurídicas se analice en conjunto el fenómeno de acaparamiento de tierras como
causa de la deforestación, relacionado con la tipología de acaparamiento a través
de la concentración de la propiedad rural que instrumentaliza a hijos y familiares
del agente acaparador, en aras de generar una circular que interprete el fenómeno,
impida esta modalidad y se adopten desde las Notarías Públicas y Oficinas de
Registro de Instrumentos Públicos del Caquetá, alertas preventivas cuando se
evidencie este fenómeno.

Diseñar una medida administrativa interna que instruya a los Notarios Públicos y a
los Registradores Públicos de los municipios del departamento del Caquetá (San
Vicente del Caguán y Cartagena del Chairá), la contradicción legal que existe sobre
la celebración de documentos privados mediante los cuales se “transfiera el
derecho de dominio” de bienes baldíos de la Nación, cuando se solicite su
autenticación y/o registro, y en su lugar alertar a la Agencia Nacional de Tierras
sobre esta transacción ilegal, como medida de control preventiva para
desincentivar el mercado informal de tierras sobre la ocupación de esta categoría
de bienes inmuebles


